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República de Colombia 
 
 
 
 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr.  LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 

 

PROCESO ORDINARIO DE ÁLVARO MAURICIO PÉREZ MEZA CONTRA GENERAL 
MOTORS COLMOTORES S.A.  
  

En Bogotá D. C. a los treinta y uno (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 

del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por el 

demandante, contra el auto del 12 de febrero de 2020, mediante el cual el a 

quo aprobó la liquidación de costas (fl. 4 cuaderno 4). 

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante auto del 12 de febrero de 2020 (fl. 4 cuaderno 4), el a quo aprobó la 

liquidación de costas efectuada ese mismo día, en la suma de $4.000.000 

que comprenden las agencias en derecho fijadas en casación a cargo del 

demandante. 

 

Contra la anterior decisión, el accionante interpuso recurso de reposición y 

en subsidio de apelación (fls. 5 a 8 cuaderno 4), indicando que la tasación de 

las costas interpuestas a favor de la demandada, no se compadece con lo 

establecido en el Acuerdo 1887 de 2003, toda vez que se ha tratado de una 

gestión diligente, responsable y permanente, teniendo en cuenta que se trata 

de un proceso que inició en 2009 y siempre ha actuado dentro de las normas 

procedimentales, atendiendo dentro de los términos establecidos los 

requerimientos del despacho, así como la atención a las audiencias que se 

llevaron a cabo, sin que haya tratado en algún momento de dilatar el proceso. 
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Sostiene que la extensión de la duración del proceso no correspondió a su 

actuar, pues resultó el curso normal del proceso y si bien la accionada actuó 

mediante apoderado, no obra prueba alguna que demuestre que haya 

incurrido en algún gasto adicional, de ahí que la condena en costas resulte ser 

desproporcionada en relación con los gastos asumidos por la defensa. 

Finalmente, aduce que fue vencido, se encuentra sin empleo y sin recursos 

económicos para cancelar la condena en costas que resulta excesiva, pues no 

se entiende como un proceso en el cual ha sido diligente, le acarre una 

condena de esa magnitud.   

 

El a quo no repuso el proveído en comento y concedió el recurso de apelación 

(fls. 9 y 10 cuaderno 4), por considerar que la suma fijada por concepto de 

agencias en derecho corresponde a 4 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes como quiera que se envió un recurso extraordinario de casación, 

aunado a que las pretensiones de la demanda ascienden a $192.814.535, por 

lo que la condena en costas ni siquiera asciende a al 20% de las pretensiones 

de la sentencia. Refiere que el único límite que encuentra el juez al momento 

de imponer las costas es no exceder el máximo de las establecidas en el 

Acuerdo 1887 de 2003, sin que tales límites hayan sido desbordados y el 

monto fijado lo fue en ejercicio de la libertad de asignación y movilidad dentro 

de los márgenes fijados con los que cuenta el Juez, de ahí que exponga, que no 

haya incurrido en alguna irregularidad.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 5° del artículo 366 del CGP aplicable por expresa remisión del 

artículo 145 del CPL, además del numeral 11 del artículo 65 del CPL, procede 

la Sala a establecer si la liquidación de costas aprobada por el a quo se 

encuentra ajustada a derecho.  

 

Al respecto, se tiene que para fijar las agencias en derecho debe observarse la 

sentencia proferida por el Juzgado Veintidós Laboral del Circuito de Bogotá el 

31 de julio de 2012 (fls. 445 a 453), mediante la cual declaró que entre las 

partes existió un contrato de trabajo a término fijo inferior a un año, el cual se 

prorrogó entre el 13 de octubre de 1999 y el 6 de octubre de 2008 y terminó 

sin justa causa por parte del empleador, condenó a la accionada a pagar al 

actor la suma de $636.707,71 de indemnización por despido sin justa causa 
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debidamente indexada, absolvió a la accionada de las demás pretensiones de 

la demanda, sin condena en costas. Providencia que fue revocada por la Sala 

de Descongestión de este Tribunal en sentencia del 20 de marzo de 2013 (fls. 

16 a 23 cuaderno Tribunal), absolviendo a la pasiva de las condenas 

impuestas y condenó en costas de primera instancia al actor. Posteriormente, 

en proveído del 6 de noviembre de 2019 (fls. 59 a 74 cuaderno Corte), la Sala 

de Descongestión N° 4 de la Corte Suprema de Justicia no casa la sentencia 

del Tribunal y condenó en costas al demandante, incluyendo como agencias 

en derecho la suma de $4.000.000.  

 

Con todo ello, debe precisarse que las costas del proceso y las agencias en 

derecho son dos conceptos diferentes y es así, porque el artículo 361 del CGP, 

expone que las primeras, “están integradas por la totalidad de las expensas y 

gastos sufragados durante el curso del proceso y por las agencias en derecho”; 

mientras que las segundas, al tenor de lo dispuesto en el numeral 4° del 

artículo 366 ibidem, “deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo 

Superior de la Judicatura. Si aquellas establecen solamente un mínimo, o este  y 

un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración 

de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la  

cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el 

máximo de dichas tarifas.” 
 

Conforme a ello, corresponde a cada autoridad judicial al final de cada 

actuación señalar las agencias en derecho, es decir, al juez en primera 

instancia y a los magistrados ponentes tanto en segunda instancia como en 

casación, tal y como lo dispone el numeral 3° del artículo 366 del CGP “La 

liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los 

demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, 

siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a 

actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el 

magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado .” 

(Negrilla de la Sala). 

 

 De ahí, que la fijación de las agencias y su liquidación en las costas, suponen 

dos actos diferentes que incluso, se controvierten en etapas distintas. 

 

Lo anterior implica que, si nada se dice oportunamente en torno a las agencias 

en derecho en la providencia que pone fin la actuación, en la liquidación no 
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podrá subsanarse esa omisión, pues tal labor la efectúa el secretario y éste 

carece de atributos jurisdiccionales para ponderar el monto de dicho concepto , 

al igual que a las autoridades judiciales según la instancia, les queda vedado 

cuestionar las agencias que en su momento señale el superior.  

 

Bajo ese entendido y descendiendo al caso objeto de estudio, si bien la Corte 

en la providencia que resolvió el recurso extraordinario fijó el monto de las 

agencias en derecho, se entiende que estas fueron establecidas por el ponente, 

de ahí que en los términos del artículo 318 del CGP, la parte actora debió 

interponer recurso de reposición en contra de dicho proveído, pues al no 

hacerlo, las agencias en derecho quedaron en firme y su monto no podía ser 

modificado al momento de ser incluidas en las liquidación de costas.  

 

De suerte que, al no incluir el a quo en la liquidación de costas sumas por 

concepto de gastos o expensas del proceso, en tanto la misma solo tuvo en 

cuenta las agencias en derecho fijadas en casación; no podía el operador de 

primer grado ni este Tribunal, modificar dicha suma; pues si bien el numeral 

6° del artículo 366 del CGP, señala que el monto de las expensas y agencias en 

derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición y 

apelación en contra del auto que apruebe la liquidación de costas, ello hace 

referencia a la suma total que por concepto de gastos y agencias haya 

determinado la liquidación, sin que por ello, deba entrar a modificarse las 

agencias que en su momento, fijó el superior.  

 

Ahora, si en gracia de discusión se tuviera que las agencias en derecho fijadas 

en casación pueden ser modificadas por el juez al momento de liquidar las 

costas o a través del recurso de reposición que se interponga en contra del 

auto que las apruebe, tampoco habría lugar a modificar las mismas, en tanto 

la suma señalada por la Corte se encuentra acorde a lo normado en el 

numeral 2.6.2.1 del Acuerdo 1883 de 2007, que establece que en tratándose 

de casación, las agencias en derecho serán hasta 20 salarios mínimos legales 

mensuales vigentes; sin que el monto señalado por la Corte Suprema de 

Justicia ($4.000.000), exceda ese límite, a más que contrario a lo señalado por 

el recurrente, para establecer el monto de las agencias en derecho se debe 

observar no solo la duración del proceso sino la naturaleza del asunto y las 

actuaciones desplegadas por el apoderado de la parte a quien se establecen a 

su favor las agencias; luego lo que haya hecho el demandante y su abogado en 
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el trámite del proceso, no incide en las agencias que determinadas a favor de 

la contraparte y que le corresponde sufragar.  

 

Así las cosas, como quiera que la liquidación de costas efectuada por el a quo 

se encuentra ajustada a derecho, es por lo que sin más consideraciones, se 

CONFIRMARÁ la decisión de primera instancia.  

 

COSTAS 

 

Costas en esta instancia a cargo del demandante, de conformidad con el 

numeral 1° del artículo 365 del CGP.   

 

EN MERITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  
 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto apelado, según las razones aquí expuestas.  

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo del demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ   

Magistrada 
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EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  

 

 

 

AUTO DE PONENTE: se fijan como agencias en derecho en esta instancia a 

cargo del accionante, La suma de $100.000 pesos.  
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República de Colombia 
 
 
 
 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr.  LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 

 

PROCESO EJECUTIVO DE SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A. CONTRA POSITIVA 
COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.  
  

En Bogotá D. C. a los treinta y uno (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 

del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la 

ejecutada, contra el auto del 23 de enero de 2019, mediante el cual el a quo no 

accedió a la solicitud de citar al perito FELIPE AUGUSTO DÍAZ SUAZA quien 

rindió el dictamen aportado al proceso por la ejecutante (fl. 116). 

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante escrito radicado el 12 de noviembre de 2015 (fls. 50 a 54), la ejecutada 

propuso las excepciones de pago y confusión, a lo que el ejecutante, al descorrer 

el traslado de dichos medios exceptivos (fls. 57 a 59), allegó dictamen proferido 

por FELIPE AUGUSTO DÍAZ SAUZA perito actuario (61 a 72), a fin de demostrar 

que aún no se ha sufragado la obligación.  

 

Posteriormente, en auto del 8 de junio de 2016 (fl. 73), el a quo decretó la 

práctica de pruebas solicitadas por las partes, dentro de las que se encuentra el 

citado dictamen pericial; por lo que la ejecutada en escritos del 14 de junio de 

2016 y 5 de diciembre de 2018 (fls. 74 y 115), solicitó la comparecencia del 

perito a audiencia, a fin de formularle interrogatorio en los términos del artículo 

228 del CGP.  
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En providencia del 23 de enero de 2019 (fl. 116), el juzgador de primer grado 

negó la comparecencia del perito, aduciendo que el artículo 228 del CGP 

señala que solo si el juez lo considera necesario, citará al perito a la respectiva  

para ser interrogado bajo la gravedad de juramento, acerca de su idoneidad e 

imparcialidad y sobre el contenido del dictamen; afirmando, que revisado el 

experticio, encuentra que el auxiliar de la justicia que lo rindió acreditó su 

idoneidad, a través de los documentos correspondientes, advirtiendo que el 

contenido del dictamen, reviste claridad, precisión y suficiencia en su 

fundamentación.  

 

Contra la anterior decisión, la ejecutada interpuso recurso de apelación (fls. 

117 y 118), manifestando que la comparecencia del perito es un medio de 

contradicción el cual es un elemento fundamental al derecho al debido proceso, 

por lo indica, la juez debió conceder la prueba solicitada pues de lo contrario 

está negando el derecho de defensa. Finalmente, expone que cuando media 

solicitud, deja de ser potestativo del juez la citación, por cuanto se erige como 

un verdadero derecho y solo es potestativo del juez dejar de citar al perito 

cuando no hay solicitud de parte, lo cual no ocurre en el presente asunto.  

 

A través de proveído del 12 de febrero de 2019 (fl. 119), negó el recurso de 

apelación por improcedente, señalando que la doctrina ha definido el auto de 

trámite o sustanciación como aquel que le da comienzo y desarrollo al proceso, 

infiriendo que el auto impugnado ostenta tal calidad.  

 

La ejecutada interpuso recurso de reposición y en subsidio queja (fls. 120 a 

122), a lo que este Tribunal al resolver el recurso de queja en providencia del 10 

de diciembre de 2019, declaró mal denegado el recurso de apelación, por 

considerar que la petición elevada por la accionada va encaminada a ejercer el 

derecho de contradicción de la prueba, lo cual va ligada a la práctica de la 

misma, por lo que el recurso denegado resultaba procedente si se tiene en 

cuenta que con la decisión proferida por el a quo, se está negado la práctica de 

una prueba, lo cual se acompasa con lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 

65 del CPL.   

 

CONSIDERACIONES 

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 4° del artículo 65 del CPL, procede la Sala a establecer si la decisión 



EXPEDIENTE N° 06 2015 00431 02 

 
PROCESO EJECUTIVO DE SEGUROS DE VIDA COLPATRIA S.A. CONTRA POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.   

 

3 

del a quo de negar a comparecencia del perito a audiencia a fin de ser 

interrogado en los términos del artículo 228 del CGP, se encuentra ajustada a 

derecho.  

 

Al respecto, el artículo 228 del CGP, establece:  

 

“ARTÍCULO 228. CONTRADICCIÓN DEL DICTAMEN. La parte contra la cual se 
aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la 
audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse 
dentro del término de traslado del escrito con el cual haya sido aportado o, en su 

defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia 
que lo ponga en conocimiento. En virtud de la anterior solicitud, o si el juez lo 
considera necesario, citará al perito a la respectiva audiencia, en la cual el juez y 
las partes podrán interrogarlo bajo juramento acerca de su idoneidad e 
imparcialidad y sobre el contenido del dictamen. La contraparte de quien haya 

aportado el dictamen podrá formular preguntas asertivas e insinuantes. Las 
partes tendrán derecho, si lo consideran necesario, a interrogar nuevamente al 
perito, en el orden establecido para el testimonio. Si el perito citado no asiste a la 
audiencia, el dictamen no tendrá valor. 
 

Si se excusa al perito, antes de su intervención en la audiencia, por fuerza mayor 
o caso fortuito, el juez recaudará las demás pruebas y suspenderá la audiencia 
para continuarla en nueva fecha y hora que señalará antes de cerrarla, en la cual 
se interrogará al experto y se surtirán las etapas del proceso pendientes. El perito 

solo podrá excusarse una vez. 
 
Las justificaciones que por las mismas causas sean presentadas dentro de los 
tres (3) días siguientes a la audiencia, solo autorizan el decreto de la prueba en 
segunda instancia, si ya se hubiere proferido sentencia. Si el proceso fuera de 

única instancia, se fijará por una sola vez nueva fecha y hora para realizar el 
interrogatorio del perito. 
En ningún caso habrá lugar a trámite especial de objeción del dictamen por error 
grave. 
 

PARÁGRAFO. En los procesos de filiación, interdicción por discapacidad mental 
absoluta e inhabilitación por discapacidad mental relativa, el dictamen podrá 
rendirse por escrito. 
 

En estos casos, se correrá traslado del dictamen por tres (3) días, término dentro 
del cual se podrá solicitar la aclaración, complementación o la práctica de uno 
nuevo, a costa del interesado, mediante solicitud debidamente motivada. Si se 
pide un nuevo dictamen deberán precisarse los errores que se estiman presentes 
en el primer dictamen.” 

 

Conforme a ello, se tiene que contrario a lo señalado por el a quo, la 

conjunción “o” contenida en la frase “En virtud de la anterior solicitud, o si 

el juez lo considera necesario, citará al perito a la respectiva audiencia  …” 

(resaltado de la Sala), de la norma en cita, no es facultativa, es decir, si la 

parte solicita la comparecencia del perito, al juez le queda vedado considerar 

la necesidad de ello, pues este último evento está dado únicamente cuando 

la contraparte contra quien se aduce el dictamen, no lo solicita.  
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Lo anterior, teniendo en cuenta que el artículo en comento data de la 

oportunidad que tiene la parte de contradecir el dictamen, luego el pasar 

por alto su petición, implicaría una vulneración a sus derechos de 

contradicción y defensa; de ahí que el legislador le diera la posibilidad de 

solicitar la comparecencia del perito, a fin de que lo interrogue sobre los 

aspectos que considere de acuerdo a lo previsto en la normatividad procesal; 

por lo que bajo ese entendido, la facultad de la que goza el juez de 

considerarlo necesario ordenar la comparecencia del perito, queda 

restringida, en tanto esta solo opera como se dijo, en el evento que la parte 

no haga uso del derecho que le asiste de contradecir el dictamen.  

 

De suerte que en el presente asunto, POSITIVA solicitó en dos 

oportunidades la comparecencia del perito, precisamente en uso del 

derecho de contradicción que le asiste, por lo que si bien para el a quo con 

los documentos allegados se demuestra la idoneidad e imparcialidad del 

perito, además que en su sentir el dictamen ofrece precisión, claridad y 

suficiencia, ello no implica que la ejecutada deba atenerse a lo que el juez 

considere, pues para ello, la norma lo reviste de las herramientas necesarias 

para que a través de la contradicción del dictamen, en este caso con la 

comparecencia del perito a la audiencia, forme su propio convencimiento 

respecto a dicha prueba. 

 

Finalmente, debe precisarse que en tratándose de la contradicción de 

dictamen, no puede el juez imponer su decisión frente a la precisión, 

claridad, idoneidad y demás aspectos relacionados con la prueba, cuando 

una de las partes justamente por no estar de acuerdo, ejerce su derecho de 

contradicción solicitando la comparecencia del perito, pues ello atenta 

contra su derecho de defensa, además de ir en contravía de la norma tantas 

veces citada.   

 

Así las cosas, como quiera que la ejecutada dentro de la oportunidad procesal 

pertinente, solicitó la comparecencia del perito FELIPE AUGUSTO DÍAZ SUAZA, 

a fin de interrogarlo en los términos del artículo 228 del CGP; es por lo que sin 

más consideraciones, se REVOCARÁ el auto impugnado y en su lugar, se 

ORDENARÁ a quo, cite al referido perito a audiencia previo a resolver las 

excepciones propuestas por la ejecutada, de acuerdo a lo previsto en la norma 

en comento.   
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COSTAS 

 

Sin costas en esta instancia.  

 

EN MERITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  
 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto apelado y en su lugar, ORDENAR al a quo cite al 

perito FELIPE AUGUSTO DÍAZ SUAZA a audiencia previo a resolver las 

excepciones propuestas por la ejecutada, de acuerdo a lo previsto en el artículo 

228 del CGP. 

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ   

Magistrada 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  
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República de Colombia 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 
SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 
 

PROCESO EJECUTIVO DE ENRIQUE OBANDO CATAÑO CONTRA AVIANCA 

S.A. Y SOCIEDAD AERONAUTICA DE MEDELLIN CONSOLIDADA S.A. – SAM 

S.A. 

 
En Bogotá D. C. a los treinta y uno (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 

del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente, 

 
PROVIDENCIA 

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por el 

ejecutante, contra el auto del 2 de julio de 2020, mediante el cual el a quo negó 

el mandamiento de pago (fls. 17 y 18 cuaderno ejecutivo) 

 
ANTECEDENTES 

 

Mediante auto del 2 de julio de 2020 (fls. 17 y 18 cuaderno ejecutivo), el a quo 

negó el mandamiento de pago, por considerar que la sentencia base de la 

ejecución ordenó actualizar la suma de $84.520.000 hasta el momento en que 

se efectúe el pago, lo cual ocurrió el 18 de mayo de 2011, conforme se evidencia 

del título de depósito judicial, en el que AVIANCA el proveído en comento, 

consignó la suma de $156.649.468, indexado la suma objeto de condena, dando 

cumplimiento a lo ordenado en el título ejecutivo, pues este fue claro al indicar 

que la indexación sería hasta la fecha de pago y no al momento de surtirse al 

apelación y casación; afirmando que no le asiste razón al ejecutante en 

pretender se indexe la suma hasta la fecha en que el expediente regresó de la 

Corte, pues la duración del trámite de la casación, no lo debe soportar la parte 

1 



EXPEDIENTE N° 16 2019 00778 01 

PROCESO EJECUTIVO DE ENRIQUE OBANDO CATAÑO CONTRA AVIANCA S.A. Y OTRO 

 

 

demandada, más aún cuando procedió al pago de la condena dentro del proceso 

ordinario. Sobre los intereses moratorios, expone que estos deben negarse en la 

medida que el actor no precisa a que intereses se refiere, en razón a que ningún 

interés fue objeto de condena en las sentencias proferidas en el proceso 

ordinario. Finalmente, en cuanto a las costas aprobadas en el proceso ordinario, 

según el numeral 4° de la sentencia de primera instancia, dicha condena recayó 

en SAM S.A., la cual no fue revocada ni modificada en segunda instancia y 

casación, sumado a que en este último, la Corte precisó que AVIANCA era 

solidariamente responsable únicamente en lo que respecta a la pensión de 

jubilación; de ahí que no se pueda librar orden de pago en su contra por dicho 

concepto, em tanto no fue condenada a su pago. 

 
Contra la anterior decisión, el ejecutante interpuso recurso de apelación 

(fls. 20 a 27 cuaderno ejecutivo), manifestando que AVIANCA procedió al pago 

de la condena y está obligada también al pago de todas las condenas impuestas 

en contra de SAM S.A., toda vez que entre ambas empresas además de 

HELICOL, existe una unidad de empresa desde 1976, pues así de observa de las 

convenciones aportadas al proceso ordinario correspondiente a los años 1997 a 

2003, además de haber sido decretada por el Ministerio de Trabajo a través de 

las Resoluciones 0006 y 01017 de 1976, adicional a que ese hecho no fue 

refutado en el proceso. Aduce que según el certificado de existencia y 

representación legal de AVIANCA, se observa que mediante escritura pública 

1287 del 8 de octubre de 2010, consta la fusión por absorción entre esta y SAM, 

de ahí que en los términos de los artículos 172 y 178 del C.CO, la sociedad 

absorbente adquiere los bienes y derechos de las absorbidas y se hace cargo de 

pagar el pasivo interno y externo de las mismas; por lo que si bien la sentencia 

del Tribunal indica una obligación solidaria de AVIANCA respecto de la pensión 

de jubilación, existe un acto de orden legal que la hace responsable de todas las 

obligaciones a cargo de SAM. Sostiene que s bien AVIANCA para 2011 consignó 

la suma debida hasta esa fecha, también lo es que era imposible para esa fecha, 

obtener esos recursos, de ahí que no se pueda hablar de pago efectivo, más aun 

cuando no se enteró de la consignación de AVIANCA y de saberlo, no lo hubiera 

podido cobrar, pues los títulos con entregados cuando regresa el expediente al 

juzgado. Finalmente, afirma que tal y como se evidencia en la demanda 

ejecutiva, los intereses solicitados son respecto de las agencias en derecho, a 

partir de la ejecutoria del auto que aprobó la liquidación de costas y hasta que 

se efectúe su pago. 
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CONSIDERACIONES 
 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 8° del artículo 65 del CPL, procede la Sala a establecer si hay lugar a 

librar mandamiento de pago en contra de AVIANCA por la diferencia entre la 

liquidación efectuada por AVIANCA junto con la indexación y lo que afirma el 

actor le corresponde, por la suma de $56.651.515 y por $16.562.230 por 

concepto de agencias en derecho, junto con los intereses moratorios que se 

causen desde la fecha en que quedo en firme el auto que aprobó la liquidación 

de costas y hasta que se efectúe su pago. 

 
Previo a resolver lo pertinente, en cuanto a la diferencia de $347.761.604 que 

corresponde a la liquidación de la pensión de jubilación incluida la indexación, 

que de la pensión de jubilación realizara AVIANCA y sobre la cual el actor solicita 

se libre mandamiento de pago, la Sala no se pronunciará, como quiera que si 

bien el juez de primera instancia no estudió lo pertinente en el impugnado, 

también lo es que el demandante no presentó reparo alguno; de ahí que en los 

términos del inciso 2° de artículo 287 del CGP, solo es dable a este Tribunal 

referirse al respecto, siempre que la parte perjudicada con la omisión haya 

apelado, situación que, como se dijo, en el presente caso no se da. 

 
En claro lo anterior, a fin de resolver lo que al recurso de apelación de refiere, 

se tiene que mediante sentencia del 14 de septiembre de 2007 (fls. 556 a 579), 

el Juzgado 16 Laboral del Circuito de Bogotá, CONDENÓ a SAM a pagar al 

demandante la suma de $84.520.000 indexada de acuerdo al IPC al momento 

de efectuarse el pago, junto con la pensión de jubilación en los términos del acta 

de acuerdo suscrita 30 de diciembre de 2002 entre ACDAC y AVIANCA – SAM, 

además de las costas del proceso y ABSOLVIÓ a AVIANCA de las pretensiones 

de la demanda. 

 
Decisión que fue revocada parcialmente por la Sala Laboral de Descongestión 

de este Tribunal en proveído del 30 de septiembre de 2011, en el sentido de 

ABSOLVER a SAM del pago de la pensión de jubilación, confirmando en lo 

demás (fls. 615 a 628). 

 
Posteriormente, en providencia del 23 de mayo de 2018, la Corte Suprema de 

Justicia CASO la sentencia del Tribunal, y en su lugar, estableció que AVIANCA 

era responsable solidariamente en lo que respecta a la pensión de jubilación y 
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en sede de instancia, aclaró el numeral segundo del proveído de primera 

instancia en el sentido de disponer que SAM reconozca y pague la pensión de 

jubilación al demandante a partir del 1° de enero de 2003 en los términos del 

acta suscrita 30 de diciembre de 2002 entre AVIANCA – SAM y ACDAC, teniendo 

en cuenta el 75% del salario percibido por el actor en el año 2002 (fls. 80 a 100 

cuaderno Corte). 

 
Finalmente, en auto del 23 de julio de 2019, el juzgador de primer grado aprobó 

la liquidación de costas efectuada el 19 del mismo mes y año, en la suma de 

$16.562.230 (fl. 658). 

 

Revisada la documental allegada, en lo que se refiere a la condena impuesta por 

valor de $84.520.000 indexada de acuerdo al IPC al momento de efectuarse el 

pago, si bien del folio 656 se observa que la accionada efectuó una consignación 

en el BANCO AGRARIO por la suma de $156.649.468 el 18 de mayo de 2011 y 

que corresponde a la referida condena indexada a esa fecha; lo cierto es que tal 

consignación solo fue puesta en conocimiento del juzgado el 29 de mayo de 2019 

por el demandante (fl. 654), al solicitar el pago del referido título, sin que se 

denote que AVIANCA al momento de constituirlo en 2011, le haya informado al 

juzgado de tal situación y menos aún al actor, tan así, que en auto del 23 de 

julio de 2019 (fl. 655), fue requerida por el a quo a fin que informara si 

autorizaba su pago; de ahí que contrario a lo señalado por este, no pueda 

tenerse como pago de la obligación la consignación efectuada en 2011, cuando, 

se itera, AVIANCA guardó silencio y no informó sobre la constitución del título, 

al punto que no lo aportó al proceso en su oportunidad. 

 
De suerte, que al no encontrarse saldada la obligación a cargo de AVIANCA, es 

claro que la misma adeuda al actor la diferencia por concepto de indexación de 

la suma objeto de condena en la sentencia base de la ejecución, causada entre 

el 19 de mayo de 2011 y el 29 de mayo de 2019, esta última cuando el actor 

puso en conocimiento del juzgado la existencia del título y solicitó su pago; por 

lo que ordenará al a quo libre mandamiento de pago por dicho concepto. 

 
Ahora respecto a las costas del ordinario, de la sentencia proferida en primera 

instancia se denota que las mismas fueron impuestas a cargo de SAM S.A.; 

aspecto este que no fue modificado en segunda instancia ni en casación, siendo 

aprobada la liquidación de costas en auto del 23 de julio de 2019 (fl. 655), en la 

suma de $16.562.230. 
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Conforme a ello, si bien las costas se impusieron a SAM S.A., lo cierto es que su 

pago corresponde a AVIANCA, pese a que en casación se dijera que esta es 

solidariamente responsable en lo que respecta a la pensión de jubilación. 

 
Lo anterior, teniendo en cuenta que del certificado de existencia y 

representación legal de AVIANCA (fls. 658 a 649 y 28 a 46 cuaderno ejecutivo), 

aparece que mediante escritura pública 1.287 del 8 de octubre de 2010 otorgada 

en la Notaria Cuarta de Barranquilla, se presentó una fusión por absorción entre 

aquella y SAM S.A., siendo la primera la absorbente y la segunda la absorbida. 

 
Figura esta que al tenor de lo dispuesto en el artículo 172 del C.CO: “Habrá 

fusión cuando una o más sociedades se disuelvan, sin liquidarse, para ser 

absorbidas por otra o para crear una nueva. La absorbente o la nueva 

compañía adquirirá los derechos y obligaciones de la sociedad o 

sociedades disueltas al formalizarse el acuerdo de fusión.” (Resaltado de 

la Sala). 

 
En igual sentido, el artículo 178 de la misma disposición, señala: 

 

“DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA SOCIEDAD ABSORBENTE>. En 
virtud del acuerdo de fusión, una vez formalizado, la sociedad 
absorbente adquiere los bienes y derechos de las sociedades 
absorbidas, y se hace cargo de pagar el pasivo interno y externo de 
las mismas. 

 

La tradición de los inmuebles se hará por la misma escritura de fusión o 
por escritura separada, registrada conforme a la ley. La entrega de los 
bienes muebles se hará por inventario y se cumplirán las solemnidades 
que la ley exija para su validez o para que surtan efectos contra terceros.” 
(Resaltado de la Sala) 

 

De donde se colige, que dada la fusión por absorción entre AVIANCA y SAM, 

aquella, de acuerdo a las normas comerciales trascritas, además de adquirir 

los bienes y derechos de la sociedad absorbida en este caso SAM, se hizo cargo 

de pasivo interno y externo de esta, que en el presente asunto, comprendería 

las condenas impuestas en el título base de la ejecución, dentro de las que se 

encuentran las costas del proceso ordinario. 

 
Situación que difiere de la solidaridad declarada por la Corte, pues en el caso 

de autos la obligación se le endilga data de un hecho sobreviviente que fue la 

fusión por absorción de las sociedades, la cual devino con posterioridad a las 
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sentencias proferidas en primera y segunda instancia y que no fue informada 

en su momento a la Corte en el trámite de la casación. 

 
Por ende, AVIANCA tiene a su cargo el pago de las costas a las fue condenada 

SAM S.A. en el proceso ordinario y que fueron aprobadas en auto del 23 de julio 

de 2019 en la suma de $16.562.230. 

 
Finalmente, en cuanto a los intereses sobre las costas, previo a establecer su 

procedencia, se hace necesario por parte de la Sala definir la naturaleza jurídica 

de estas, a fin de determinar sobre qué intereses procede su reconocimiento, 

para lo cual, sea lo primero indicar que de acuerdo con el artículo 365 del C.G.P., 

aquellas se imponen en todos los procesos y actuaciones donde exista 

controversia, aplicándose a toda clase procesos. 

 
En torno a su naturaleza, se tiene que éstas son de origen civil en tanto no se 

trata de una obligación que por su naturaleza sea laboral, aunque en principio 

podría replicarse que dentro de las costas se encuentra el concepto de agencias 

en derecho las cuales corresponden al concepto de honorarios para los abogados 

de las partes y por ello tendría naturaleza laboral, lo cierto es que la jurisdicción 

laboral esta investida para conocer de los procesos por honorarios, pero siempre 

se ha dicho que las normas sustantivas de ellas se encuentran en el Código Civil 

y por ende, también las agencias en derecho tendrían que ser una obligación 

con ese carácter. 

 
Al tener esta connotación, es claro que los intereses aplicables a las costas 

también tienen ese carácter, debiéndose aplicar en el presente caso los legales 

contemplados en el artículo 1617 del C. C., el cual procede en estos eventos ante 

la falta de estipulación expresa del pago de intereses de otra naturaleza, sin que 

sea necesario para su procedencia el que se hayan ordenado en el título base de 

la ejecución. 

 
En consecuencia, como quiera que en tratándose de costas procede el pago de 

los intereses legales contemplados en el artículo 1617 del C.C., también deberá 

librarse orden de pago por dicho rubro. 

 
Así las cosas se REVOCARÁ el auto apelado y en su lugar, se ORDENARÁ al a 

quo libre mandamiento de pago por los conceptos indicados en precedencia. 
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COSTAS 
 
 

Sin costas en esta instancia. 

 

EN MERITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto apelado y en su lugar, ORDENAR al a quo libre 

mandamiento de pago en contra de AVIANCA S.A. por la diferencia por concepto 

de indexación de la suma objeto de condena en la sentencia base de la ejecución, 

causada entre el 19 de mayo de 2011 y el 29 de mayo de 2019, al igual que 

sobre las costas del ordinario aprobadas en auto del 23 de julio de 2019 por la 

suma de $16.562.230, más los intereses sobre estas al tenor de lo dispuesto en 

el artículo 1617 del C.C, a partir de la ejecutoria de dicha providencia y hasta 

que se efectúe su pago, de conformidad con lo expuesto en este proveído. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 
 

 
 
 
 
 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

Magistrada 
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EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

Magistrado 

(salva voto parcial por los intereses sobre las costas) 
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República de Colombia 

 

  
Rama Judicial 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
BOGOTÁ. D. C. 

SALA LABORAL. 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR. 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE – RAMIRO ELBERTO ARDILA 
ARIZA - contra –AVIANCA S.A.-. 
 
 

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 

15 del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

P R O V I D E N C I A 

 

Decide la Sala el recurso de APELACIÓN interpuesto por el procurador 

judicial de la parte demandante contra la providencia de fecha 10 de 

noviembre de 2020 emitida por el Juzgado Once Laboral del Circuito de 

Bogotá D.C. que rechazó la reforma de la demanda por extemporánea.  

 

A N T E C E D E N T E S 

 

El actor a través de apoderado, solicitó con la demanda, que se condene a 

la demandada reajustar o reliquidar la pensión que reconoció incluyendo 

dentro del IBL, los conceptos (i) viáticos por alojamiento causados en el 

último año de servicios conforme a monto calculado mediante dictamen 

pericial, así como el valor real de los viáticos por manutención con un 

promedio mensual de $1.624.578, ordenándole pagar a  la demandada los 

reajustes que resulten de la inclusión de esos factores desde la fecha del 

reconocimiento pensional de manera retroactiva y hacia el fututo, 

incluyendo las mesadas adicionales junto con los reajuste de ley  hasta que 

la prestación se mantenga vigente, o pague con destino a Colpensiones el 
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cálculo actuarial diferencial que corresponda, a fin de que esa entidad 

asuma el pagó total de la pensión, solicita adicionalmente se indexen los 

valores a reconocer en el presente asunto, junto con los intereses moratorios 

de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.    

 

Como hechos argumenta en síntesis, que trabajó para AVIANCA S.A. del 

17 de julio de 1972 al 15 de diciembre de 2002, desempeñándose en el cargo 

de auxiliar de vuelo internacional, devengando un salario variable que 

estaba compuesto por viáticos que se pagaban de manera permanente para 

su manutención, no obstante no se incluyó dentro de su salario los viáticos 

por alojamiento pese a que dicho concepto se encontraba determinado en la 

Convención Colectivo de Trabajo y esta se cancelaba de manera permanente, 

acotó que fue pensionado el 16 de diciembre de 2002 al cumplir con los 

requisitos contenido en la cláusula 118 de la Convención Colectiva de 

Trabajo. Agregó que mediante derecho de petición presentado ante la 

entidad el 10 de abril de 2017, solicitó le informaran los factores que se 

habían tenido en cuenta al momento del reconocimiento pensional, así como 

los itinerarios de vuelo, y los hoteles que destinó para alojamiento, y que 

con base en la respuesta suministrada por el entidad demandada para el 9 

de junio de 2017, en la que indicó que en la suma reconocida por pensión 

se tuvo en cuenta el promedio salarial de lo devengado  así como los viáticos 

percibidos, no obstante con los documentos aportados en  esa contestación 

acudió ante perito para que cuantificara los conceptos pagados por 

alojamiento y mediante dictamen pericial se evidenció que la demandada no 

había incluido dentro del IBL el concepto de viáticos por alojamiento.  Agregó 

que siempre pernoctó en los hoteles que la demandada tenía contratados y 

nunca acudió a un lugar diferente, indicó que los viáticos destinados para 

cubrir alojamiento no fueron reportados durante toda la relación laboral por 

concepto salarial con destino al sistema de seguridad en pensiones y que 

COLPENSIONES mediante acto administrativo VPB 21941 el 25 de 

noviembre de 2014, le reconoció pensión de vejez de carácter compartida.  

 

La presente demanda fue admitida, mediante proveído de fecha 6 de 

noviembre de 2019 en contra de AEROVÍAS DEL CONTINENTE 

AMERICANO “AVIANCA S.A.” vista a folio 31 y en esa misma actuación, 

rechazó de plano la reforma de la demanda presentada por el actor, por no 
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ser el momento procesal oportuno; subsiguientemente, la sociedad 

demandada se notificó personalmente el 13 de marzo de 2020 (fl. 324) y 

procedió a contestar la demanda (fls. 343 a 351) oponiéndose a la 

prosperidad de las pretensiones de la demanda y proponiendo como 

excepciones de fondo, las denominadas prescripción, pago, la naturaleza de 

los beneficios convencionales recibidos por la trabajadora, inexistencia de la 

obligación, buena fe, compensación y la genérica o innominada. 

 

Posteriormente, el demandante presenta el 7 de julio de 2020 nuevamente 

el escrito de reforma de demanda, en cumplimiento de lo ordenado en auto 

de fecha 6 de noviembre de 2019. 

 

En auto del 10 de noviembre de 2020 (fl. 412 a 413) el a quo rechazó la 

reforma de la demanda, al considerar que la misma no se presentó dentro 

de los términos del artículo 28 del CPT y SS, esto es, dentro de los 5 días 

siguientes al vencimiento del traslado, dado que la diligencia de notificación 

personal se surtió el 13 de marzo de 2020, extendiéndose el traslado de 10 

días hasta el 14 de julio de 2020,  de manera que la parte demandante, tenía 

hasta el 22 de julio de 2020 para presentar el escrito de reforma de la 

demanda, y al no haberla efectuado en término, el juez procedió citar a las 

partes a audiencia.  

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

El procurador judicial de la parte actora, interpuso recurso de apelación, 

indicando que había instaurado demanda ordinaria laboral el 20 de febrero 

de 2019 y que el 22 de agosto de 2019 presentó escrito de reforma de 

demanda, el cual había sido rechazado de plano mediante auto de fecha 6 

de noviembre de 2019, por lo que acatando la decisión del juzgado, había 

procedido a tramitar la notificación personal y que para el 13 de marzo de 

2020 se había notificado personalmente la demandada AVIANCA S.A. y que 

el 7 de julio de 2020 presentó escrito de reforma en cumplimiento de lo 

ordenado por el juzgado el 6 de noviembre de 2019 y mediante auto de fecha 

10 de noviembre de 2020 la rechazó por extemporánea, por lo que indicó 

que la presentación anticipada de la reforma de la demanda no causaba 

dilación alguna o demoras en el trámite del proceso ordinario laboral, así 
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como tampoco sorprende a la parte demandada en desmedro de su derecho 

a la defensa, toda vez que la presentación anticipada de esta, no es sinónimo 

de extemporaneidad y acotó que la reforma contiene pruebas, hechos y 

fundamentos que modifican acápites de la demanda de suma importancia y 

máxime cuando solicita derechos propios de la seguridad social. (fls. 415 a 

416 vto) 

 

 

El a quo, mediante proveído de fecha 15 de febrero del año en curso 

(fls. 417), dispuso conceder el recurso de apelación en el efecto suspensivo, 

al encontrarse el auto que rechaza a demanda enlistado en el artículo 65 

CPTSS.     

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

De conformidad con el numeral 1 del artículo 65 del CPT y SS, la Sala pasa 

a estudiar si en el caso en estudio procede la reforma de la demanda, o si 

por el contrario le asiste razón al a quo para rechazarla por resultar la misma 

extemporánea.  

 

A efectos de resolver lo correspondiente, en el presente asunto, se tiene que 

la demanda fue admitida en auto del 6 de noviembre de 2019 (fl. 314) y 

a su vez rechazó la reforma de la demanda presentada por el actor el 22 de 

agosto de 2019 (fl. 314), dicha actuación no fue recurrida por el actor, sino 

por el contrario, tal y como lo anotó en los argumentos de disenso, continuó 

con los tramites tendientes a notificar personalmente a la demandada, quien 

se notificó conforme obra en diligencia de notificación personal el 13 de 

marzo de 2020 (fl. 324); AVIANCA S.A contestó la demanda el 6 de julio de 

2020 y el demandante procedió a presentar nuevamente escrito de reforma 

el 7 de julio de 2020, por lo que mediante auto proferido por el Juez el 10 

de noviembre de 2020, se tuvo por contestada la demanda y a su vez 

rechazó la reforma de la demanda,  por resultar la misma extemporánea.   

 

Así las cosas, se hace necesario acudir a lo dispuesto en el artículo 28 del 

CPL y SS, el cual dispone frente a la reforma de la demanda que: “La 

demanda podrá ser reformada por una sola vez, dentro de los cinco (5) días 
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siguientes al vencimiento del término del traslado de la inicial o de 

la de reconvención, si fuere el caso”. 
 

Ahora bien, para determinar cuando venció el traslado inicial de la 

demanda, ha de tenerse en cuenta que AVIANCA S.A. fue notificada 

personalmente el día 13 de marzo de 2020 (fl. 324), y atendiendo la 

suspensión de términos ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura 

por el Covid 19 entre el 16 de marzo al 30 de junio de 2020, procedió a 

contestarla el 6 de julio de 2020, venciendo el traslado inicial de la demanda, 

el 14 de julio de 2020, por lo que se colige que el demandante contaba hasta 

el 22 de julio de 2020, para presentar el escrito de reforma de la demanda. 

 

Ahora bien, es evidente que el artículo 28 del CPL, limita el término para 

presentar la reforma de la demanda en materia laboral, resultando forzoso, 

traer a colación lo normado en el artículo 93 C.G.P, que amplía el término 

para su radicación, esto es, desde la presentación de la demanda hasta antes 

del señalamiento de la audiencia inicial, situación fáctica que se acopla en el 

presente asunto, al haberse presentado la reforma, antes de que el juez fijara 

fecha para llevar a cabo la audiencia inicial, ya que la misma se señaló en el 

mismo auto que rechazó la reforma.    

  

Precisado lo anterior, la Sala considera procedente admitir la reforma de la 

demanda, toda vez que no es viable hablar de extemporaneidad ante la 

presentación anticipada, pues una vez radicado el escrito con antelación, lo 

que procede es estudiar su viabilidad de admisión, una vez vencido el termino 

de traslado conforme se encuentra normado en nuestro estatuto de 

procedimiento laboral, pues cosa distinta, es que su presentación se dé con 

posterioridad a los 5 días del vencimiento de traslado, pues allí claramente el 

escrito sería extemporaneo. 

 

Así las cosas y como quiera que la norma en mención, dispone el tope máximo 

en el tiempo para presentarla, sin establecer nada relacionado con una 

presentación anticipada, habrá de REVOCARSE la decisión impartida por el 

a quo, para en su lugar ordenar al mismo, estudie la reforma de la demanda 

presentada por la parte demandante. 
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DECISIÓN 

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. – SALA LABORAL,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto del 10 de noviembre de 2020, a través del cual 

se rechazó la reforma de la demanda presentada, para en su lugar ordenar al 

a quo, dar trámite a la misma, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ         
Magistrada 

 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  
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República de Colombia 
 
 
 
 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr.  LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 

 

PROCESO ORDINARIO DE EDNA JANETH SÁNCHEZ LUNA, JORGE LUIS 

SÁNCHEZ LUNA, NIDIA CECILIA SÁNCHEZ LUNA, JOSÉ FIDEL SÁNCHEZ 

LUNA y LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON actuando en calidad de hijos 

del señor BELARMINO SÁCHEZ OLIVEROS CONTRA CORPORACIÓN 

AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA -CAR- 

 

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de mayo de dos mil veintiuno 

(2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros integrantes de 

la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesta por la parte 

actora, contra el auto del 11 de marzo de 2020, a través del cual la a quo declaró 

probada la excepción previa de falta de competencia por no agotamiento de la 

reclamación administrativa, propuesta por la entidad demandada en relación a 

la demandante LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON. 

 

ANTECEDENTES 

 

En escrito radicado el 14 de enero de 2019 (fls. 42 a 74), la CORPORACIÓN 

AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA -CAR-contestó la demanda en la 

que propuso como excepción previas: pleito pendiente entre las mismas 

partes y el mismo asunto, falta de competencia del Juez Laboral para 

conocer y resolver las pretensiones No. 2 y 7 formuladas por los 

demandantes señores EDNA JANETH SÁNCHEZ LUNA, JORGE LUIS 
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SÁNCHEZ LUNA, NIDIA CECILIA SÁNCHEZ LUNA y JOSÉ FIDELO SÁNCHEZ 

LUNA y falta de competencia del Juez Laboral para conocer y resolver las 

19 pretensiones principales y las subsidiarias formuladas por la 

demandante LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHÓN  

 

Mediante proveído proferido en audiencia del 11 de marzo de 2020, la a quo 

declaró probadas las excepciones de pleito pendiente sobre las pretensiones 

relacionadas con los numerales 1, 3, 6, 8, 9 y 10, dejando en curso las 

pretensiones contenidas en los numerales 2, 7 y 12, declaró también la falta de 

competencia por falta de reclamación administrativa respecto de la pretensión 

2 y 7 formuladas por los demandados, consistentes en la solicitud de incremento 

de la tasa de remplazo para calcular la mesada pensional y declaró la falta de 

competencia respecto de la demandante LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON. 

 

Al momento de resolver la excepción propuesta la a quo manifestó que la parte 

demandada argumentaba su excepción señalando que en el escrito de demanda 

se había aportado copia de una reclamación administrativa presentada ante la 

CAR por el abogado JAIRO HELY ÁVILA SUAREZ en representación de los 

señores EDNA JANETH SÁNCHEZ LUNA, JORGE LUIS SÁNCHEZ LUNA, NIDIA 

CECILIA SÁNCHEZ LUNA, JOSÉ FIDELO SÁNCHEZ LUNA y LUZ MARY 

SÁNCHEZ DE CANCHON, sin embargo, para realizar dicha reclamación 

únicamente otorgaron poder los señores EDNA JANETH SÁNCHEZ LUNA, 

JORGE LUIS SÁNCHEZ LUNA, NIDIA CECILIA SÁNCHEZ LUNA y JOSÉ FIDELO 

SÁNCHEZ LUNA, es decir, que el apoderado no tenía facultad, ni tampoco actuó 

como agente oficioso de la señora LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON, quien 

tampoco efectuó por cuenta propia una reclamación. En relación a ello, la Juez 

consideró que el poder que se anexó a la reclamación estaba solamente conferido 

solo por 4 demandantes, existiendo carencia absoluta para representar a la 

señora LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON, en ese sentido no se encontraba 

satisfecho ese requisito de procedibilidad. 

 

La parte actora interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación  

únicamente en relación a que se tuviera como excluida la pretensión 14 en 

relación a la excepción de pleito pendiente y en relación a la falta de competencia 

respecto de la demandante LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON. 
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En cuanto a la falta de competencia adujo que si bien era cierto existía un poder 

donde se encuentra solo 4 demandantes, también existía uno de manera 

independiente donde la señora LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON otorgaba 

poder al Doctor Ávila, se encontraba también respuesta de la entidad 

demandada a la reclamación administrativa la cual se remitió junto con el poder 

otorgado, donde en ningún momento se mencionaba por parte de la entidad que 

tal poder no hubiera sido entregado. 

 

Al resolver el recurso de reposición la Juez repuso su decisión únicamente en 

relación al pleito pendiente frente a la pretensión 14 de la demanda, pero en lo 

relacionado con la reclamación administrativa de la señora LUZ MARY 

SÁNCHEZ DE CANCHON indicó que si bien la parte demandante aseguraba que 

sí se le había dado poder al doctor Ávila, tal situación no resultaba acertada 

conforme a las pruebas allegadas, toda vez que si bien se le había otorgado poder 

de manera independiente al doctor Ávila, el mismo se había otorgado 

exclusivamente para adelantar la acción laboral más no para la reclamación, 

por lo que no se compasaba con la realidad las razones esgrimidas por la 

recurrente, resaltando que dentro del plenario únicamente obra el poder 

conferido por los 4 demandantes no encontrándose allí el de la señora LUZ 

MARY SÁNCHEZ DE CANCHON, motivo por el cual no repuso su decisión en 

cuanto a la falta de competencia por falta de reclamación administrativa de la 

demandante LUZ MARY SÁNCHEZ DE CANCHON.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 3º del artículo 65 del CPL, procede la Sala a establecer si hay lugar a 

declarar probada la excepción previa de falta de competencia por no reclamación 

administrativa, propuesta por la CAR.    

 

Al respecto, se tiene que el artículo 6° del CPL, señala:  

 
“Las acciones contenciosas contra la Nación, las entidades territoriales y 

cualquiera otra entidad de la administración pública sólo podrán iniciarse 
cuando se haya agotado la reclamación administrativa. Esta reclamación 

consiste en el simple reclamo escrito del servidor público o trabajador sobre 

el derecho que pretenda, y se agota cuando se haya decidido o cuando 

transcurrido un mes desde su presentación no ha sido resuelta.” 
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Así mismo, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SL 1054 de 2008, sobre 

este aspecto, puntualizó:  

 

“Esta Corporación estimó en sentencia, CSJ SL, 13 oct. 1999, rad. 12221, 

reiterada en providencias CSJ SL, 24 may. 2007, rad. 30056, y CSJ 

SL13128-2014 lo siguiente: 

 

(…) 
 

“El Código de Procedimiento Laboral dispone en su artículo 6° que “Las 
acciones contra una entidad de derecho público, una persona 

administrativa autónoma, o una institución o entidad de derecho social 

podrán iniciarse sólo cuando se haya agotado el procedimiento 

gubernativo o reglamentario correspondiente”. De manera, que antes 
de reclamarse ante los estrados laborales de la jurisdicción ordinaria 

alguna pretensión de orden social a cualesquiera de las anteriores 

entidades, se hace necesario que el interesado formule previamente su 

petición de reivindicación ante éstas.”  
 

(…) 
 

“En cuanto a la naturaleza jurídico-procesal de la exigencia del 

agotamiento de la vía gubernativa en el procedimiento laboral, si bien 

para explicar la misma se han construido varias tesis, tales como la de 

asimilarla a un requisito de la demanda, o de considerarla un 

presupuesto de la acción, o de calificarla como un factor de 

competencia, lo cierto es que la jurisprudencia de la Sala Laboral 

siempre que se ha ocupado del tema se ha inclinado por esta última, 

esto es, que la misma constituye un factor de competencia para el juez 

laboral, pues mientras este procedimiento preprocesal no se lleve a 

cabo el Juez del Trabajo no puede aprehender el conocimiento del 

conflicto planteado; además, esta calificación dada a la vía 

gubernativa encuentra sustento también en que el artículo 6° del C. de 

P. L., f igura   dentro   de  las  normas  de  dicho  estatuto procesal que 

regulan el fenómeno de la competencia en materia laboral.” 

 

“Entonces, dado que la exigencia del artículo 6° del C. de P.L es un 
factor de competencia, y por ende un presupuesto procesal, la misma 

debe encontrarse satisfecha en el momento de la admisión de la 

demanda. Por tanto, cuando se presenta una demanda contra alguna 

de las entidades públicas o sociales señaladas en la norma precitada 

es deber ineludible del juez laboral constatar, antes de pronunciarse 

sobre la admisión de tal escrito introductorio, que se haya agotado el 

procedimiento gubernativo o reglamentario previsto en dicho precepto, 

obligación procesal que el dispensador de justicia debe cumplir con 

sumo cuidado y acuciosidad, ya que está de por medio nada menos 

que establecer si tiene competencia o no para conocer del pleito que se 

pone bajo su consideración, así como el cumplimiento de los 
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imperativos que le imponen los artículos 37 del C.P.C., modificado por 

el D.E. 2282 de 1989, art. 1°, num. 13 y 38 ibidem, en relación con el 

deber de precaver los vicios de procedimiento, rechazar cualquier 

solicitud que sea notoriamente improcedente y evitar providencias  

inhibitorias. Y si se percata que no aparece demostrado el cumplimiento 

de esa etapa prejudicial, es su obligación rechazar de plano la 

demanda, por falta de competencia, tal y como lo prevé el artículo 85 

del C. de P.L., modificado por el D. E. 2282/89, art. 1°, num. 37, norma 

aplicable al procedimiento laboral en virtud del principio de integración 

analógica consagrado en el artículo 145 del C. de P.L., toda vez que en 

este ordenamiento procesal no hay disposición que regule lo atinente a 

las consecuencias de la falta del presupuesto procesal de la 

competencia al examinarse la viabilidad o no de la demanda.” 

 

“Pero puede suceder que el Juez Laboral admita la demanda sin 
advertir la falta de cumplimiento por parte del accionante de la 

exigencia contemplada en el pluricitado artículo 6° del C. de P.L. En 

este caso es deber procesal de la parte demandada, así como un 

elemental ejercicio de la lealtad que se deben los sujetos procesales 

entre sí y que éstos le deben al Juez, alertar a éste sobre la omisión del 

agotamiento del procedimiento gubernativo, pero no de cualquier 

manera, sino mediante la proposición de los medios de defensa que en 

su  favor consagra  la  ley adjetiva del trabajo en su artículo 32, cuáles 

son las excepciones previas o dilatorias respectivas, que para el caso 

concreto que se examina se contrae a la de falta de competencia, por 

no agotamiento previo de la vía gubernativa, de conformidad con lo 

previsto en el numeral 2° del artículo 97 del C. de P.C., modificado por 

el D.E. 2282 de 1989, art. 1°, num.46, disposición a la cual fuerza 

remitirnos por mandato del artículo 145 del Código de Procedimiento 

Laboral. O también puede formularse la excepción dilatoria de no 

agotamiento del procedimiento gubernativo o reglamentario, que como 

ya ha tenido oportunidad la Corte de expresarlo, “...bien puede 
entenderse que constituye una excepción en el proceso laboral, propia 

y autónoma” (Sentencia de Julio 21 de 1981. Rad. N° 7619).” 

 

De suerte que mientras no se haya agotado dicho trámite, el Juez Laboral no 

adquiere competencia para conocer del asunto sometido a su estudio. 

 

Hechas las anteriores precisiones, evidencia la Sala que el recurso se concedió 

en el efecto devolutivo, es decir, que teniendo en cuenta dicho efecto el 

expediente se aportó en copias, al revisarse las mismas se observa que la parte 

actora no allegó copia de los poderes de los cuales se hace alusión en la 

audiencia celebrara el 11 de marzo de 2020, como tampoco se aportó la 

reclamación administrativa, siendo pruebas esenciales para dirimir la 

controversia objeto de estudio, por consiguiente, al no contarse con ellas, no 
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queda más que confirmarse la decisión del a quo, pues era deber de la 

promotora del proceso demostrar que efectivamente cumplió con el agotamiento 

de la reclamación administrativa, debiéndose asegurar que el proceso allegado 

contara con dichos documentos con los cuales considera que sí se reclamó o por 

lo menos haber demostrado que el poder que le otorgó la señora LUZ MARY 

SÁNCHEZ DE CANCHON al doctor JAIRO HELY ÁVILA SUAREZ lo fue también 

para efectuar la reclamación administrativa y no solamente para la interposición 

de la demanda, situación que brilla por su ausencia, aunado a ello cabe resaltar 

que la recurrente acepta que sí se allegó un poder otorgado al doctor JAIRO 

HELY ÁVILA SUAREZ para interponer la reclamación el cual fue otorgado por 4 

de los demandantes, no encontrándose allí la señora LUZ MARY SÁNCHEZ DE 

CANCHON, evidenciándose con ello que resulta cierto lo manifestado tanto por 

la Juez, como por lo dicho por la parte demandada. 

 

COSTAS 

 

Sin costas en esta instancia.     

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto apelado de fecha 11 de marzo de 2020, 

proferido por el Juzgado 14 Laboral del Circuito de Bogotá, conforme las razones 

anteriormente expuestas.  

  

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ   

Magistrada 
 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  
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República de Colombia 
 
 
 
 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr.  LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 

 

PROCESO ORDINARIO DE ISIDRO REYES PÉREZ CONTRA COOVIPORFAC CTA y 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES  
  

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de mayo de dos mil veintiuno 

(2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros integrantes de 

la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 

legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

COOVIPORFAC CTA, contra el auto del 1° de marzo de 2021, a través del cual el 

a quo declaró no probada la excepción previa de falta de competencia propuesta 

por esta (CD. - fl. 152). 

 

ANTECEDENTES 

 

En escrito radicado el 11 de marzo de 2020 (fls. 59 a 74), COOVIPORFAC CTA 

contestó la demanda en la que propuso como excepción previa de falta de 

competencia por no habérsele dado a está el trámite de un proceso 

diferente al que corresponde, bajo el argumento que los jueces son 

competentes de aquellos asuntos que contempla el CPTSS, con observancia de 

la clase de proceso, ya sea ordinario de única, primera instancia o especial 

siguiendo el procedimientos de los artículos 32 y parágrafo 1° artículo 77, por 

lo tanto, el Juez Laboral no tiene competencia frente al presente asunto por ser 

de naturaleza civil y bien pareciera que las normas para determinar su 

jurisdicción son señaladas por el actor, un descuido de jurisdicción es un error 

que debe sancionarse con el rechazo plena de la demanda, puesto que a la luz 

de la legislación cooperativa es un asunto de naturaleza civil, el cual se debe 
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tramitar dentro de un proceso abreviado como lo contempla el artículo 45 de la 

Ley 79 de 1988.   

 

Mediante proveído proferido en audiencia del 1° de marzo de 2021 (CD – fl. 152), 

el a quo negó la excepción previa de falta de competencia, por considerar 

que si bien el asunto no se trataba de un contrato de trabajo, se debía recordar 

que es competencia del Juez Laboral conforme el numeral 4°, artículo 2° del 

CPTSS los relacionados con la seguridad social, independientemente el vínculo 

que tuviera, frente a lo cual se tenía que el problema jurídico se ataña a que si 

el demandante como asociado le asiste que la CTA le pague los aportes ante la 

AFP al cual se encontraba afiliado, que en este caso es COLPENSIONES, razón 

por la cual es un asunto que le corresponde al Juez Laboral.  

 

Contra la anterior decisión, la demandada COOVIPORFAC CTA interpuso 

recurso de apelación, manifestando que en la demanda instaurada por el señor 

ISIDRO REYES se vislumbraba que la misma estaba enfocada en una relación 

laboral, por lo que si él hubiere tenido la intención de establecer que su relación 

con la demandada era asociativa con una CTA lo debió haber manifestado en el 

cuerpo de la demanda, toda vez que para este tipo de procesos laborales debe 

establecerse que se configuró un contrato, aspecto que no es el que se solicitó. 

 

Aduce, que suponiendo que se presentó la demanda como asociado de la CTA, 

el fundamento jurídico no se tendría que abordar por el procedimiento del 

CPTSS, sino de la Ley 79 de 1988, Decreto 445 de 1988 y 1233 de 2008, de tal 

manera, que la demanda debió haber estado enfocada sobre una relación no 

laboral, sino de una relación de trabajo autogestionario, demandándose el acto 

como asociado y no como se pretende a través de una relación laboral que no 

existió, por lo que no debería tenerse en cuenta lo dispuesto en el numeral 4° 

artículo 2° del CPTSS. Sostiene que si bien la jurisprudencia a establecido la 

interpretación de las pretensiones ante una inadecuada presentación de la 

demanda, esta regla no es absoluta, pues si el demandante presenta una 

demanda con tantas deficiencias, debe ser inadmitida o rechazarse por ineptitud 

de la demanda o falta de competencia, por cuanto el régimen de los asociados 

no se rige por la Ley laboral, sino por el régimen cooperativo. 
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CONSIDERACIONES 

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 3º del artículo 65 del CPL, procede la Sala a establecer si hay lugar a 

declarar probada la excepción previa propuesta por la demandada 

COOVIPORFAC CTA. 

 

Al revisarse el líbelo introductor se solicitan como pretensiones: 

 
-se declare que el señor ISIDRO REYES PÉREZ tiene derecho a que la 
COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO DE SERVICIOS DE SEGURIDAD DE 
AGENTES DE LA POLÍCIA NACIONAL EN USO DEL BUEN RETIRO DE 
FACATATIVÁ COOVIPORFAC le pague con destino a la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES el título pensional por el tiempo 
laborado en dicha entidad sin cotización a un fondo de pensiones durante el 
tiempo comprendido entre el 1° de febrero de 1999 al 31 de enero de 2001. 
- se declare que el señor ISIDRO REYES PÉREZ cumple con los requisitos para la 
pensión de vejez. 
-se condene a la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO DE SERVICIOS DE 
SEGURIDAD DE AGENTES DE LA POLÍCIA NACIONAL EN USO DEL BUEN RETIRO 
DE FACATATIVÁ COOVIPORFAC a trasladar con destino a la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES el título pensional por el tiempo 
laborado en dicha entidad durante el tiempo comprendido entre el 1° de febrero 
de 1999 al 31 de enero de 2001. 
-se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES a reconocer la pensión de vejez a que tiene derecho el señor 
ISIDRO REYES PÉREZ a partir del cumplimiento de los requisitos. 
-se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES a reconocer y pagar los intereses moratorios desde la fecha de 
su causación hasta que se efectué el pago, en los términos del artículo 141 de la 
Ley 100 de 1993. 
- se condene a lo que ultra y extra petita resulte debatido y probado en el proceso. 
- se condene en costas y agencias en derecho a las demandadas.  
 

A fin de establecer si el asunto es competencia del Juez Laboral o no, esta Sala 

de decisión considera que el a quo no se equivocó en relación a que conforme a 

lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 2° del CPTSS, se le otorga competencia 

a esta jurisdicción para dirimir el asunto, pues allí se señala textualmente “las 

controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad 

social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los 

empleadores y las entidades administradoras o prestadoras , salvo los de 

responsabilidad médica y los relacionados con contratos”. 

 

De igual manera, el artículo 59 de la Ley 79 de 1988, dispone: 
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“Artículo 59. En las cooperativas de trabajo asociado en que los aportantes 
de capital son al mismo tiempo los trabajadores y gestores de la empresa, el 
régimen de trabajo, de previsión, seguridad social y compensación, será 
establecido en los estatutos y reglamentos en razón a que se originan en el 
acuerdo cooperativo y, por consiguiente, no estará sujeto a la legislación 
laboral aplicable a los trabajadores dependientes y las diferencias que 
surjan, se someterán al procedimiento arbitral previsto en el Título 
XXXIII del Código de Procedimiento Civil o a la justicia laboral 
ordinaria. En ambos casos, se deberá tener en cuenta las normas 
estatutarias, como fuente de derecho”. 

 

Así las cosas, queda claro que la controversia que se suscita en el presente caso 

puede ser dirimido por el Juez Laboral, razón por la cual se CONFIRMARÁ la 

decisión de primera instancia.    

 

COSTAS 

 

COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada COOVIPORFAC CTA.   

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto apelada proferido por el Juzgado 15 Laboral 

del Circuito de Bogotá, conforme a las razones anteriormente expuestas.  

  

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada COOVIPORFAC 

CTA.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ   

Magistrada 

 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  

 

 

 

AUTO DEL PONENTE: se fijan como agencias en derecho en esta instancia a 
cargo de la demandada COOVIPORFAC CTA. en la suma de $ 300.000.  
 

 

 

 

 



Exp. 28 2015 00546 02 

Proceso ordinario laboral de WILFREDO CÁRDENAS RODRÍGUEZ contra AMEXI S.A. Y OTROS  
   

República de Colombia 

 

  
Rama Judicial 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
BOGOTÁ. D. C. 

SALA LABORAL. 
 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR. 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE – WILFREDO CÁRDENAS 
RODRÍGUEZ - contra –AMEXI S.A. Y OTROS.-. 
 
 

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 

15 del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

P R O V I D E N C I A 

 

Decide la Sala el recurso de APELACIÓN interpuesto por el procurador 

judicial de la parte demandada contra la providencia de fecha 03 de febrero 

de 2021 emitida por el Juzgado Veintiocho Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C. que declaró no probada la excepción de cláusula compromisoria.   

 

A N T E C E D E N T E S 

 

WILFREDO CÁRDENAS RODRÍGUEZ, mediante apoderada judicial instauró 

proceso ordinario en contra de AMEXI S.A. y otros, con el fin que se declare 

la existencia de contrato de trabajo, el cual terminó por causa imputable al 

empleador, al reducir unilateralmente los ingresos percibidos e incumplir 

con las obligaciones a su cargo, que se declare adicionalmente que el 

contrato de trabajo no tuvo solución de continuidad y que las comisiones 

percibidas eran constitutivas de salario, y que las prestaciones sociales y 

demás acreencias, deben liquidarse sobre los pagos recibidos por concepto 

de asignación básica más comisiones. Como consecuencia solicitó, se 

condene al pago de las cesantías junto con sus intereses, primas y 
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vacaciones desde septiembre de 2001 hasta el 29 de junio de 2012, 

asimismo, se condene a pagar la sanción moratoria consagrada en el 

artículo 65 del CST, a la sanción moratoria del artículo 99 de la Ley 50 de 

1990 y a la indemnización por despido sin justa causa, y adicionalmente, 

que los aportes al sistema de seguridad social en salud, pensiones y riesgos 

profesionales se cancelen sobre la totalidad del salario devengado, asimismo 

reclamó el pago de horas extras, recargos dominicales y festivos durante 

toda la relación laboral, se falle con las facultades ultra y extra petita  y a 

las costas procesales (fls. 6 a 7).    

 

Contestada la demanda, la parte accionada AMEXI S.A. propuso la 

excepción previa de cláusula compromisoria (fls. 273 a 274), en el que indicó 

en síntesis, haber quedado  claro que entre las partes existió un contrato de 

corretaje y que por tratarse de un contrato de tipo civil y válidamente se 

estableció la obligación para las partes de asistir ante un tribunal de 

arbitramento compuesto por un árbitro nombrado por la corte de arbitraje 

de la Cámara de Comercio de Bogotá y que dirimiría las eventuales 

inconformidades de las partes, por lo que al haber omitido dicho trámite, 

previo a la presentación de la demanda, el juez debe abstenerse del 

conocimiento sobre el presente asunto, hasta cuando se configure el 

mencionado Tribunal, sin que dicha situación corresponda a un requisito 

de procedibilidad, sino en el sentido de dar cumplimiento estricto  

cumplimiento a las estipulaciones contractuales que se pactaron de común 

acuerdo.  

 

El Juzgado en audiencia de fecha 03 de febrero de 2021 (fl. CD-469) denegó 

la prosperidad de la excepción previa propuesta, aduciendo que de 

conformidad con el contrato de corretaje allegado al infolio el cual data del 

5 de septiembre del año 2006 y que en la cláusula 12 se pactó lo 

correspondiente a que las diferencias que se suscitaran se resolverían a 

través de un árbitro, lo cierto es que al ser beneficiara la accionada de los 

servicios prestados por el demandante, esta cláusula no se ajustaba a lo 

estipulado en el artículo 131 de CPTSS, por lo que la única clausula 

compromisoria valida es la que conste en una convención colectiva de 

trabajo o pacto de similar naturaleza, es decir la que se haga entre el 

empleador y el sindicato de trabajadores, o entre aquel y un sin número de 
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trabajadores sindicalizados y tampoco es un documento suscrito después 

de la controversia que se desata, en el que resaltó que el contrato de 

corretaje no recae la  controversia, sino que existe otros medios de prueba 

que deben valorarse, en torno a la primacía de la realidad, por lo que dicha 

cláusula no cuenta con la facultad de derogar la competencia de la 

juzgadora. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

AMEXI S.A, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, 

argumentando que con el medio exceptivo propuesto, lo que se advirtió es 

que la competencia del presente asunto no recae en la jurisdicción ordinaria 

laboral, por consiguiente la norma citada en la decisión no podía aplicarse, 

ya que lo que se quiere poner en conocimiento es que la litis  no es de 

naturaleza laboral, y que conforme a lo manifestado en la contestación y los 

medios probatorios allegados, lo que demuestran lo que realmente existió, 

fue un contrato de corretaje, por lo que bajo esa modalidad de contratación 

debe salir avante el medio exceptivo propuesto y debía á conformarse el 

tribunal de arbitramento, para que decida sobre el asunto.  

 

DECISIÓN DEL A QUO. 

 

Frente a la anterior decisión, la juez no repuso la decisión y reiteró los 

argumentos expuestos al resolver el medio exceptivo propuesto, 

concediendo en efecto suspensivo el recurso de apelación que en subsidio 

presentó la entidad demandada.    

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

Respecto de la excepción que el demandado denomina clausula 

compromisoria, la Sala debe precisar que su decisión tiene implícito un 

pronunciamiento relativo a la falta de jurisdicción o de competencia, por lo 

que se destaca que el artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social le asigna a la Jurisdicción Ordinaria Laboral el 

conocimiento de los conflictos jurídicos que se originan directa o 

indirectamente en un contrato de trabajo. 
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Por lo anterior, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación 

Laboral, entre otras en sentencias CSJ SL19456-2017 y CSJ SL1700-2019, 

ha precisado que con la sola afirmación de la existencia de un contrato de 

trabajo le permite a la Jurisdicción Ordinaria Laboral asumir el 

conocimiento del asunto, sin que implique que deba verificarse si existió o 

no esa clase de vinculación, de conformidad con el material probatorio 

allegado al infolio. 

 

 

De modo que cuando se pretende que se declare la existencia de un contrato 

de trabajo o en su defecto, de un contrato realidad, el juez laboral asume la 

competencia para conocer el asunto puesto a su consideración, verificando 

si se acreditan los elementos esenciales que lo lleven o no a su declaratoria, 

independientemente, de la denominación que le hayan dado las partes al 

documento contractual por ellos pactado, en virtud de la aplicación del 

principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades. 

 

Así las cosas, no podrán atenderse de forma favorable los argumentos de 

disenso expuestos por el apelante, toda vez que no puede la Sala entrar a 

considerar dicho acuerdo en la medida que existen normas generales de 

orden público que priman en el presente asunto, en los términos precisados 

en precedencia,  que no pueden desconocerse por pactos privados que hayan 

acordado las partes  y,  atendiendo que el actor pretende se declare la 

existencia de un contrato de trabajo, deberá valorarse la totalidad de las 

pruebas, incluyendo el contrato de corretaje, para determinar el real vínculo 

contractual que los unió durante el interregno aquí reclamado. 

 

En tales condiciones y sin que sean necesarias consideraciones adicionales, 

se CONFIRMARÁ la decisión impartida por la Juez 28 Laboral del Circuito 

de Bogotá. 

 

C O S T A S: 

 

Costas en esta instancia a cargo de la demandada AMEXI S.A. de 

conformidad con lo normado en el numeral 3° del artículo 365 del CGP.  
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DECISIÓN 

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. – SALA LABORAL,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 3 de febrero de 2021, proferido por el 

Juzgado 28 Laboral del Circuito de Bogotá, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada AMEXI S.A. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ         
Magistrada 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  
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AUTO DE PONENTE: se fijan como agencias en derecho en esta instancia a 

cargo de AMEXI S.A., en la suma de $900.000 pesos. 
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Rama Judicial 

Tribunal Superior del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

SALA LABORAL 
 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR. 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE JEANNETTE PINILLA PERDIGON 

contra EDUARDO ALBERTO MONROY FAJARDO 

 

Seria del caso de proferir la decisión que en derecho corresponde, sino fuera 

porque revisado el proceso se observa que éste fue enviado en grado 

jurisdiccional consulta a favor de la parte actora, sin embargo, la decisión 

proferida por el a quo en audiencia del 27 de febrero de 2019, no fue 

totalmente adversa a las pretensiones del trabajador, pues en esta se declaró 

la existencia del contrato pretendido y se condenó al pago de cesantías, 

intereses a las cesantías, compensación en dinero de las vacaciones, 

intereses moratorios y condenó al pago de aportes a seguridad social en 

pensiones, por consiguiente, no se dan los presupuestos establecidos en el 

artículo 69 del CPTSS, que establece:  

“Además de estos recursos existirá un grado de jurisdicción denominado 
de “consulta”. 

Las sentencias de primera instancia, cuando fueren totalmente 
adversas a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario 
serán necesariamente consultadas con el respectivo Tribunal si 
no fueren apeladas. 

También serán consultadas las sentencias de primera instancia cuando 
fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas 

entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. En este 

último caso se informará al Ministerio del ramo respectivo y al Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público sobre la remisión del expediente al 
superior.” (Negrilla fuera de texto) 
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Conforme a ello, se colige, que no es procedente que surta el grado 

jurisdiccional de consulta a favor de la parte actora, motivo por el cual, se 

DEJARÁ SIN VALOR Y EFECTO el auto del 13 de mayo de 2019, mediante 

el cual se admitió la consulta y el auto de fecha 4 de mayo de 2021, que fijo 

audiencia para proferir la decisión de segunda instancia, en consecuencia, 

se INADMITE la misma, ordenando la devolución del expediente al a quo 

para lo de su cargo.  

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO los autos de fecha 13 de mayo 

de 2019 y 4 de mayo de 2021, en su lugar INADMITIR el grado jurisdiccional 

de consulta a favor de la parte actora, por las razones antes expuestas.  

 

SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias al juzgado de origen para 

lo de su cargo.  

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ         
Magistrada 

 

 

 

 
EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
Departamento Cundinamarca 

TRIBUNAL SUPERIOR 
Distrito Judicial de Bogotá 

SALA LABORAL 
 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE JEIMMY LILIANA CLEVES contra 
QUEST GROUP SAS Y solidariamente contra ROBERT BOSCH LTDA 
 

MAGISTRADO PONENTE: LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede a resolverse la solicitud de corrección elevada por la apoderada de 

la empresa demandada ROBERT BOSCH LTDA, en relación al auto de 

ponente. 

 

ANTECEDENTES 

 

El día 26 de marzo de 2021, se profirió decisión de segunda instancia, en 

la cual se revocó el ordinal tercero de la sentencia apelada, proferida por 

el Juzgado 37 Laboral del Circuito de Bogotá y en su lugar se declaró como 

responsable solidario respecto de las condenas impuestas a la demandada 

ROBERT BOSCH LTDA y se ordenó condenar en costas a cargo de la parte 

demandada QUEST GROUP SAS, advirtiéndose que las de primera 

estarían a cargo de las dos empresas demandadas.  

 

En consideración a la anterior decisión, la apoderada de la empresa 

demandada ROBERT BOSCH LTDA presentó solicitud de corrección 

respecto al auto de ponente, señalando: 
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“precisado lo anterior, me permito manifestar que esta solicitud tiene 
fundamento en que esta Honorable Sala en la parte resolutiva de la 
sentencia proferida el 26 de marzo de 2021, notificada mediante edicto del 
12 de abril del mismo año, señaló que las costas estarían a cargo de QUEST 
GROUP SAS, mientras que las de primera instancia estarían a cargo de las 
dos empresas demandadas. A pesar de lo anterior, en el auto mediante del 
cual se fijaron las agencias en derecho se incluyó la frase “para cada una”, 
lo cual sugiere que la agencias en derecho de segunda instancia estarían a 
cargo de las dos demandadas. 
 
En los anteriores términos, consideró que el auto objeto de aclaración genera 
dudas, puesto que la expresión “para cada una” supone que existiría más 
de un responsable de las agencias en derecho de segunda instancia, lo cual 
riñe con lo indicado en la sentencia en la parte inicial del mismo auto (…)” 
 

CONSIDERACIONES  

 

Para resolver ha de tenerse en cuenta la norma que regula la materia en 

lo pertinente a la aclaración de la sentencia, no es otra que el inciso 3° del 

artículo 286 del CGP que señala: 

“ARTÍCULO 286. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y 
OTROS. Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente 
aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, 
de oficio o a solicitud de parte, mediante auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará 
por aviso. 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por 
omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén 
contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella”. 

 

Siguiendo la norma en cita, le asiste razón a la solicitante, como quiera 

que la empresa ROBERT BOSCH LTDA no interpuso recurso de apelación, 

siendo este el motivo por el cual en la parte resolutiva de la decisión 

adoptada por esta instancia se indicó que las costas estarían a cargo de la 

parte demandada QUEST GROUP SAS, quien fue la empresa que interpuso 
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el recurso de apelación y a quien no le prosperó la misma. No obstante, se 

advirtió que las de primera estarían a cargo de las dos empresas 

demandadas, esto es, ROBERT BOSCH LTDA y QUEST GROUP SAS dada 

la solidaridad declarada. 

 

Por lo tanto, el auto de ponente en donde se fijaron las agencias en derecho 

por parte de esta instancia, deberá modificarse, pues efectivamente las 

costas no corresponden para cada una, siendo este un error de digitación 

el cual influye en la decisión adoptada. 

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CORREGIR el auto de ponente emitido en la sentencia de 

fecha 26 de marzo de 2021, proferida por esta instancia, el cual quedará 

así: 

 

“AUTO DEL PONENTE: se fijan como agencias en derecho en esta 
instancia a cargo de la demandada QUEST GROUP SAS en la suma de $ 
900.000”. 

 
 
“En lo demás, se mantendrá incólume”  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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República de Colombia 
 

  
Rama Judicial 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
BOGOTÁ. D. C. 
SALA LABORAL. 

 

Magistrado Ponente: Dr. LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR. 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL DE – CLINICA DE OCCIDENTE 
S.A. - contra –SEGURIDAD SIRIUS LTDA Y OTROS.-. 
 
 

En Bogotá D. C. a los treinta y un (31) días del mes de mayo de dos 

mil veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás 

miembros integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo 

dispuesto en el artículo 15 del Decreto legislativo 806 de 2020, procede 

a dictar la siguiente,  

 

P R O V I D E N C I A 

 

Decide la Sala el recurso de APELACIÓN interpuesto por la 

procuradora judicial de la parte demandante contra la providencia de 

fecha 17 de febrero de 2021 emitida por el Juzgado Trece Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C. que declaró probada la excepción de 

prescripción frente a la demandada SEGURIDAD SIRIUS LTDA y 

E.P.S. FAMISANAR, ordenando la exclusión de estas dos demandadas 

en el presente proceso.   

 

A N T E C E D E N T E S 

 

La CLINICA DEL OCCIDENTE S.A. presentó demanda ordinaria 

laboral en contra de SEGURIDAD SIRIUS LTDA Y OTROS  y  una vez 

realizado el correspondiente reparto, se asignó el conocimiento del 

proceso al Juzgado Trece Laboral del Circuito de Bogotá, surtidos los 
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tramites de instancia, la juez en audiencia de fecha diecisiete (17) de 

febrero de dos mil veintiuno (2021), declaró probada la excepción de 

prescripción frente a las demandadas SEGURIDAD SIRIUS LTDA y 

EPS FAMISANAR S.A.S., ordenando la exclusión de las mencionadas 

en el presente asunto y no impuso condena en costas. 

 

La Juez consideró que con relación a SEGURIDAD SIRIUS LTDA y los 

hechos narrados en la demanda, que el convocado a juicio CARLOS 

ALBERTO PRIETO MOSQUERA al haber sufrido un accidente de 

tránsito el 27 de agosto de 2013, en que los servicios de salud tuvieron 

una cobertura inicial  por el SOAT, y los servicios prestados con 

posterioridad ya no los cubrió el mismo, por lo que estarían a cargo 

del paciente, sin embargo no ocurrió, por eso obra en el infolio 

radicados con fecha 24 de octubre de 2013, ante las demandada 

SEGURIDAD SIRIUS LTDA empleador del accionado PRIETO 

MOSQUERA así como la factura FV0000003140084 por $27.030.903  

de fecha 23 de octubre de 2013, expedida por CLINICA DEL 

OCCIDENTE S.A., por concepto de servicios de salud prestados al 

accionado PRIETO MOSQUERA.  Situación por la que trajo a colación 

lo establecido en el artículo 67 de la Ley 715 de 2001, que establece lo 

relacionado a la prestación obligatoria de los de urgencias , en la que 

no requiere pago anticipado, asimismo, trajo a colación lo relacionado 

con las facturas cambiarias indicando que estas prescribían en tres 

años y que no reñía con la prescripción en materia laboral que también 

era de tres años, por lo que lo reclamado en el presente asunto, el 

término prescriptivo comienza a contabilizarse a partir de la fecha de 

generación o establecimiento de obligación  de pago, fecha de 

radicación u ocurrencia del evento, según corresponda, ello en virtud 

que el reclamo solo se genera por una única vez conforme a las 

disposiciones traídas a colación y que regula el término de la 

prescripción.  
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Por lo anterior y conforme a la factura FV000003140084 corresponde 

a los servicios prestados al accionado PRIETO MOSQUERA entre el 2 

y el 20 de septiembre de 2013 y fue radicada en la empresa 

SEGURIDAD SIRIUS el 24 de octubre de 2013 y la demanda fue 

presentada por segunda vez el 5 de diciembre de 2016, por lo que si 

se tomara el término contemplado en el artículo 774 del Código de 

Comercio, había operado el fenómeno prescriptivo de la demandada 

SIRIUS, sin que se pueda tener en cuenta el derecho de petición que 

obra en el infolio, pues la interrupción solo se interrumpe por una sola 

vez, igualmente y conforme a decreto 019 de 2015 señalado por la 

activa en el momento en que se corrió el traslado de la excepción previa 

propuesta, no se puede aplicar de manera retroactiva. 

 

Ahora bien con relación a la demandada EPS FAMISANAR S.A.S., trajo 

a colación el artículo 151 del CPTSS así como el 488 del CST, por lo 

que no es posible tener como documento que interrumpió el termino 

prescriptivo el allegado a folio 70 del plenario (derecho de petición), 

toda vez que no se observa que ante esa entidad se haya radicado la 

factura sobre la cual se solicita pago, por lo que si se tuviera en cuenta 

la fecha de finalización del evento de salud -20 de septiembre de 2013- 

como refiere la factura, se tendría que la parte actora tenía tiempo 

hasta el 20 de septiembre de 2016 para haber iniciado la acción 

judicial, habiéndose entablado hasta el 16 de diciembre de 2016, 

superando el termino prescriptivo tanto del  CST como del Código de 

Comercio, reiterando que para el caso de FAMISANAR S.A.S no se 

radicó la factura de la cual se pretende el cobro y no es posible aplicar 

el decreto 019 de 2015 de manera retroactiva.  

 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

CLINICA DEL OCCIDENTE S.A, interpuso recurso de reposición y en 

subsidio apelación, argumentando que con relación a la demandada 
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SEGURIDAD SIRIUS que indica que no se interrumpió la prescripción, 

considera errada la postura asumida por el juzgado de tomar la 

interrupción desde el momento en que radicó la factura, toda vez que 

una vez se da a conocer la deuda para que el deudor cancele lo que se 

encuentra facturado, debe hacerse un reclamo formal como lo 

establece el artículo 151 del CPTSS y 94 del CGP, por lo que afirmó 

haberse interrumpido con el derecho de petición el termino 

prescriptivo, y no desde el momento en que se radicó la factura, 

dándose todos los estamentos para la interrupción, ya que mediante 

petición solicitó el pago de la factura al deudor, por lo que indicó debía 

darse aplicación a la Ley 797 de 2016, por cuanto a principio de 

favorabilidad, en la que el deudor no puede alegar la prescripción, 

hasta cuando no se acredite  adelantar todas las gestiones 

correspondientes para la conciliación o aclaración de las cuentas y si 

debe darse aplicación a esta norma, aunado a ello, afirmó ser esencial 

la comparecencia de SEGURIDAD SIRIUS pues era la responsable de 

la afiliación del paciente y no ha operado la prescripción, solicitando 

se tenga en  cuenta los mismos argumentos con la EPS FAMISANAR 

S.A.S., ya que no se le dio a conocer la factura, por lo que solicitó se 

tuvieran en cuenta el Decreto 019 de 2015 en concordancia con la Ley 

797 de 2016, en cuanto no ha adelantado las gestiones tendientes a 

la conciliación de la factura objeto de reclamo.  

 

 

DECISIÓN DEL A QUO. 

 

Frente a la anterior decisión, la juez reiteró que la declaratoria de 

prescripción con relación  a la demandada SEGURIDAD SIRIUS, el 

término de la prescripción que debía contabilizarse era de 3 años, y 

que estos empezaron a correr a partir de que se generó la obligación 

por lo que al haber sido presentada la demanda en diciembre de 2016 

y la radicación de la factura en 24 octubre de 2013, no podían 

atenderse de forma favorable los escritos de derecho de petición 
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allegados al infolio, por cuanto el fenómeno prescriptivo solo se 

interrumpía por una única vez, esto conforme amplia jurisprudencia 

de la Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado, sin que sea 

admisible atender los argumentos de principio de favorabilidad traídos 

a colación por la actora, pues su expedición corresponde a los años 

2015 y 2016 y la factura se hizo exigible en el año 2013, aunado al 

hecho que en el presente asunto se trata de dar aplicación retroactiva 

de la norma y no sobre la duda de aplicación de una norma, razón por 

la que no procedió a reponer la decisión adoptada, asimismo, con   

relación a la demanda EPS FAMISANAR, en la que ni siquiera se radicó 

la factura objeto de reclamo solo se la radicó ante SEGURIDAD SIRIUS 

LTDA.    

 

C O N S I D E R A C I O N E S 

 

Previo a resolver el asunto sometido a consideración de la Sala, se 

observa que la parte actora solicita se declare la falta de competencia 

y remitan las presentes diligencias a los juzgados Civiles del Circuito 

de Bogotá, situación que no resulta procedente en este momento 

procesal, en primer lugar porque es el mismo demandante quien de 

manera preliminar resolvió someter el conocimiento del presente 

asunto a la Jurisdicción Ordinaria Laboral y no a los Civiles, en 

segundo lugar porque al momento en que calificó la demanda el Juez 

de Instancia  asumió la competencia sin ningún reparo y aunado a 

ello, el extremo pasivo cuando procedió a contestar la demanda, 

mediante excepción previa no cuestionó lo correspondiente en cabeza 

de esta jurisdicción.  

 

En este punto es importante precisar, que en el hipotético caso que 

existiera en el presente asunto falta de competencia diferente a la 

presentada por factor funcional o subjetivo, la misma ya se saneó 

conforme lo dispone el artículo 132, 134 y 136 del CGP.   
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 Así las cosas, no se atiende de manera favorable lo solicitado por la 

parte actora, con relación a la declaratoria de falta de competencia y 

conforme a lo normado por el artículo 66 A del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, el análisis de la Sala ha de 

concentrarse única y exclusivamente en los puntos materia de 

desacuerdo según el estricto marco del recurso, todo en atención al 

principio de consonancia. 

 

En ese entendido, se determinará si debió el Juez de conocimiento 

entrar a estudiar la excepción previa de prescripción, propuestas por 

las convocadas a juicio, con relación a los derechos o acreencias 

reclamadas en la demanda. 

 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN 

 

El texto del Artículo 32 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad 

Social, indica, lo siguiente: 

 

“ART. 32 Trámite de las excepciones.  El juez decidirá las 

excepciones previas en la audiencia de conciliación, decisión de 

excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio.  También 

podrá proponerse como previa la excepción de prescripción 

cuando no haya discusión sobre la fecha de exigibilidad de la 

pretensión o de su interrupción o suspensión (…)”. 

 

De lo anterior, se tiene que la norma consagra la posibilidad de 

proponer la excepción de prescripción, como una excepción previa y 

su consecuente resolución en la primera audiencia de trámite, pues la 

misma tiene como finalidad evitar el desgaste del aparato judicial con 

la práctica de toda actividad probatoria que a la postre resultara 

irrelevante por la ocurrencia de un hecho extintivo de las obligaciones, 

sin embargo, para dar aplicación al estudio de la prescripción en la 

etapa de la decisión de excepciones previas, la norma exige que no 
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haya discusión sobre la fecha de exigibilidad de la pretensión, en el 

presente asunto, observa la Sala que la demandante solicita se declare 

que los demandados tienen la obligación de cancelar el valor facturado 

y pendiente de pago por los servicios médico hospitalarios quirúrgicos 

prestados al señor PRIETO MOSQUERA y que “(…) se declare la fecha 

a partir de la cual se debe hacer exigible la factura FV000003140084 

pretendida en esta demanda (…)” 

 

 

En ese orden de ideas, se tiene que en el caso de marras no existe 

consenso entre las partes en cuanto a la fecha de exigibilidad del 

derecho y no existe claridad de cuando se constituyó la obligación, 

toda vez que la EPS FAMISANAR indica que el presente asunto está 

prescrito conforme se encuentra instituido en el Código de Comercio 

bajo la figura de la acción cambiaria y cuestiona la radicación de 

derecho de petición por parte de la CLINICA DE OCCIDENTE en el que 

no adjuntó la factura objeto de reclamo; por su parte, SEGURIDAD 

SIRIUS indica que conforme al artículo 151 CPTSS la prescripción se 

interrumpe por una sola vez, por lo que al haberse radicado la factura 

el 24 de octubre de 2013 debió haber presentado la demanda antes de 

que operara el fenómeno prescriptivo sin mencionar el derecho de 

petición allegado al infolio, y finalmente lo señalado por la demandante 

CLINICA DEL OCCIDENTE en el que afirma que el término prescriptivo 

empieza a correr una vez se llame a conciliación de la factura objeto 

de reclamo. 

 

Por lo anterior, no se dan los presupuestos para que la referida 

excepción tuviera vocación de prosperidad como previa, pues es 

evidente que existe discusión frente la fecha de exigibilidad, razón por 

la que se REVOCARÁ la decisión de primera instancia siendo 

necesario que su estudio se difiera al momento en que se profiera la 

sentencia con base en el material probatorio recaudado.  
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C O S T A S: 

 

Sin costas en esta instancia.  

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 
  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha 26 de febrero de 2021, emitido 

por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Bogotá, en el sentido de 

diferir el estudio de la decisión de prescripción propuestas por 

SEGURIDAD SIRIUS LTDA y EPS FAMISANAR, en la sentencia que 

ponga fin a la primera instancia, conforme a las razones expuestas en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia.   

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ         
Magistrada 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado 

(Salva voto)  
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República de Colombia 
 
 
 
 
 

Tribunal Superior Del Distrito Judicial 
Bogotá D. C. 

 

SALA LABORAL 

 

Magistrado Ponente: Dr.  LUIS ALFREDO BARÓN CORREDOR 

 

PROCESO ORDINARIO DE FRANCY BEATRIZ ROMERO TORO CONTRA CENTRAL 
DE INVERSIONES S.A. GENERAL MOTORS COLMOTORES S.A. CISA 
  

En Bogotá D. C. a los treinta y uno (31) días del mes de mayo de dos mil 

veintiuno (2021), el Magistrado Ponente en asocio de los demás miembros 

integrantes de la Sala de Decisión, en atención a lo dispuesto en el artículo 15 

del Decreto legislativo 806 de 2020, procede a dictar la siguiente,  

 

PROVIDENCIA  

 

Procede el Tribunal a resolver el recurso de apelación interpuesto por la 

demandada, contra el auto del 11 de noviembre de 2020, mediante el cual el a 

quo declaró no probada la excepción de falta de competencia por no 

agotamiento de la reclamación administrativa (CD - fl. 930). 

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante escrito radicado el 13 de julio de 2019 (fls. 836 a 848), la demandada 

formuló como excepciones previas entre otras, la de falta de agotamiento de 

la vía gubernativa, bajo el argumento que al ser la entidad una sociedad de 

economía mixta del orden nacional, vinculada al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público con un capital superior al 50% del 99.99% del citado 

Ministerio, se debió agotar la reclamación en los términos del artículo 6° del 

CPL.  

 

En auto del 11 de noviembre de 2020 (CD – fl. 930), el a quo declaró no 

probada la excepción previa de falta de competencia por no agotamiento 

de la reclamación administrativa, por considerar que al ser la demandada 

una entidad pública, debe agotarse la reclamación administrativa en los 

términos del artículo 6° del CPL. Refiere que se acreditó que el día 22 de enero 
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de 2019, la demandante presentó reclamación ante la entidad en la que hace 

alusión a la terminación sin justa causa del contrato de trabajo y a la queja de 

acoso laboral que presentó en su momento y en la que hace alusión a que se 

debe tener en cuenta el fuero del que goza al momento de efectuar la 

liquidación de la indemnización por despido sin justa causa. Sostiene que la 

empresa el 7 de febrero de 2019 se pronunció frente a dicha petición en la que 

aceptó que en septiembre de 2018 fue radicada la queja por concepto de acoso 

laboral por parte de la accionante, además de hacer alusión a una serie de 

actuaciones que se surtieron el 24 de diciembre de esa anualidad frente a 

unas manifestaciones elevadas por la actora, concluyendo que no gozaba del 

fuero alegado y que la queja presentada no generaba la protección solicitada. 

Menciona que con base en ello si se efectuó la reclamación administrativa y si 

se fundamentaron los supuestos fácticos y jurídicos alegados en la demanda 

para efectos de la procedencia de la pretensión relacionada con el reintegro en 

virtud del fuero que alega la demandante tener y si bien no invocó en la 

reclamación de manera directa el reintegro, si hizo alusión a los hechos que 

fundamentan el mismo y que se encuentran en el introductorio de la 

demanda, por lo que afirma, no se encuentra probada la excepción propuesta.    

 

Contra la anterior decisión, la parte demandada interpuso recurso de 

apelación, manifestando que si bien la demandante presentó una reclamación 

el 22 de enero de 2019, lo cierto es que esta no coincide con lo solicitado en la 

demanda, pues son hay congruencia ni fáctica ni jurídica en tanto la principal 

diferencia gira en torno al reintegro, en tanto en su escrito, la accionante 

solicita se tenga en cuenta su situación en aras de cuantificar la 

indemnización, es decir, parte de la base de la efectiva terminación del vínculo 

cuando en el libelo se aduce una ineficacia del despido y por ende, esa 

diferencia deja ver que no existió una debida reclamación previa ante la 

entidad respecto de tal pretensión, de ahí que considere que al no presentarse 

en debida forma la reclamación, siendo este un requisito de procedibilidad 

para acceder a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, es claro 

que este no se agotó.   

 

CONSIDERACIONES 

 

En estricta consonancia con el recurso interpuesto y de conformidad con el 

numeral 3° del artículo 366 del CGP, procede la Sala a establecer si se 

encuentra probada la excepción de falta de agotamiento de la vía gubernativa, 
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entendiéndose esta como falta de competencia por no agotamiento de la 

reclamación administrativa.  

 

Al respecto, se tiene que el artículo 6° del CPL, señala:  

 
“Las acciones contenciosas contra la Nación, las entidades territoriales y 

cualquiera otra entidad de la administración pública sólo podrán iniciarse 

cuando se haya agotado la reclamación administrativa. Esta reclamación 

consiste en el simple reclamo escrito del servidor público o trabajador sobre el 

derecho que pretenda, y se agota cuando se haya decidido o cuando 

transcurrido un mes desde su presentación no ha sido resuelta.” 

 

Así mismo, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SL 1054 de 2008, sobre 

este aspecto, puntualizó:  

 

“Esta Corporación estimó en sentencia, CSJ SL, 13 oct. 1999, rad. 12221, 
reiterada en providencias CSJ SL, 24 may. 2007, rad. 30056, y CSJ SL13128-

2014 lo siguiente: 

 

(…) 
 

“El Código de Procedimiento Laboral dispone en su artículo 6° que “Las 
acciones contra una entidad de derecho público, una persona 

administrativa autónoma, o una institución o entidad de derecho social 

podrán iniciarse sólo cuando se haya agotado el procedimiento 

gubernativo o reglamentario correspondiente”. De manera, que antes de 
reclamarse ante los estrados laborales de la jurisdicción ordinaria 

alguna pretensión de orden social a cualesquiera de las anteriores 

entidades, se hace necesario que el interesado formule previamente su 

petición de reivindicación ante éstas.”  

 

(…) 
 

“En cuanto a la naturaleza jurídico-procesal de la exigencia del 

agotamiento de la vía gubernativa en el procedimiento laboral, si bien 

para explicar la misma se han construido varias tesis, tales como la de 

asimilarla a un requisito de la demanda, o de considerarla un 

presupuesto de la acción, o de calificarla como un factor de competencia, 

lo cierto es que la jurisprudencia de la Sala Laboral siempre que se ha 

ocupado del tema se ha inclinado por esta última, esto es, que la misma 

constituye un factor de competencia para el juez laboral, pues mientras 

este procedimiento preprocesal no se lleve a cabo el Juez del Trabajo no 

puede aprehender el conocimiento del conflicto planteado; además, esta 

calificación dada a la vía gubernativa encuentra sustento también en 

que el artículo 6° del C. de P. L., figura   dentro   de  las  normas  de  

dicho  estatuto procesal que regulan el fenómeno de la competencia en 

materia laboral.” 

 

“Entonces, dado que la exigencia del artículo 6° del C. de P.L es un factor 

de competencia, y por ende un presupuesto procesal, la misma debe 
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encontrarse satisfecha en el momento de la admisión de la demanda. 

Por tanto, cuando se presenta una demanda contra alguna de las 

entidades públicas o sociales señaladas en la norma precitada es deber 

ineludible del juez laboral constatar, antes de pronunciarse sobre la 

admisión de tal escrito introductorio, que se haya agotado el 

procedimiento gubernativo o reglamentario previsto en dicho precepto, 

obligación procesal que el dispensador de justicia debe cumplir con sumo 

cuidado y acuciosidad, ya que está de por medio nada menos que 

establecer si tiene competencia o no para conocer del pleito que se pone 

bajo su consideración, así como el cumplimiento de los imperativos que le 

imponen los artículos 37 del C.P.C., modificado por el D.E. 2282 de 

1989, art. 1°, num. 13 y 38 ibidem, en relación con el deber de precaver 

los vicios de procedimiento, rechazar cualquier solicitud que sea 

notoriamente improcedente y evitar providencias  inhibitorias. Y si se 

percata que no aparece demostrado el cumplimiento de esa etapa 

prejudicial, es su obligación rechazar de plano la demanda, por falta de 

competencia, tal y como lo prevé el artículo 85 del C. de P.L., modificado 

por el D. E. 2282/89, art. 1°, num. 37, norma aplicable al procedimiento 

laboral en virtud del principio de integración analógica consagrado en el 

artículo 145 del C. de P.L., toda vez que en este ordenamiento procesal 

no hay disposición que regule lo atinente a las consecuencias de la falta 

del presupuesto procesal de la competencia al examinarse la viabilidad o 

no de la demanda.” 

 

“Pero puede suceder que el Juez Laboral admita la demanda sin advertir 
la falta de cumplimiento por parte del accionante de la exigencia 

contemplada en el pluricitado artículo 6° del C. de P.L. En este caso es 

deber procesal de la parte demandada, así como un elemental ejercicio 

de la lealtad que se deben los sujetos procesales entre sí y que éstos le 

deben al Juez, alertar a éste sobre la omisión del agotamiento del 

procedimiento gubernativo, pero no de cualquier manera, sino mediante 

la proposición de los medios de defensa que en su  favor consagra  la  

ley adjetiva del trabajo en su artículo 32, cuáles son las excepciones 

previas o dilatorias respectivas, que para el caso concreto que se 

examina se contrae a la de falta de competencia, por no agotamiento 

previo de la vía gubernativa, de conformidad con lo previsto en el 

numeral 2° del artículo 97 del C. de P.C., modificado por el D.E. 2282 de 

1989, art. 1°, num.46, disposición a la cual fuerza remitirnos por 

mandato del artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral. O 

también puede formularse la excepción dilatoria de no agotamiento del 

procedimiento gubernativo o reglamentario, que como ya ha tenido 

oportunidad la Corte de expresarlo, “...bien puede entenderse que 
constituye una excepción en el proceso laboral, propia y autónoma” 
(Sentencia de Julio 21 de 1981. Rad. N° 7619).” 

 

Descendiendo al caso objeto de estudio, no se discute que la accionada 

CENTRAL DE INVERSIONES S.A. CISA es una sociedad comercial de 

economía mixta, del orden nacional, vinculada al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, de naturaleza única, sujeta en la celebración de todos sus 

actos y contratos al régimen de derecho privado, de conformidad con lo 
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establecido en el Artículo 91 de la Ley 795 de 2003, de ahí, que al ser una 

sociedad de economía mixta, haga parte de la rama ejecutiva del poder público 

al tenor de lo dispuesto en el literal f) del numeral 2° del artículo 38 del 

Decreto 489 de 1998, en la medida que se trata de una entidad 

descentralizada por servicios.  

 

De suerte que, dada la naturaleza de la demandada, mientras no se haya 

agotado la reclamación administrativa, el Juez Laboral no adquiere 

competencia para conocer del asunto sometido a su estudio. 

 

Hechas las anteriores precisiones, se tiene que la actora formuló como 

pretensiones, se declare la terminación unilateral y sin justa causa que la 

demandada realizó del contrato de trabajo, la cual fue ilegal y como retaliación 

por la queja de acoso laboral que formuló en contra del vicepresidente de 

negocios, careciendo de efecto dado el fuero del que gozaba de conformidad 

con el numeral 1° del artículo 11 de la Ley 1010 de 2006 y como consecuencia 

de ello, pise se condene a CISA a reintegrarla al cargo de jefe jurídico de la 

sucursal Bogotá o a uno de igual o superior categoría, junto con el pago de los 

salarios, prestaciones sociales legales y extralegales, comisiones y demás 

acreencias dejadas de percibir desde el momento del despido y hasta que se 

haga efectivo el reintegro, además de la indemnización moratoria, 

indemnización por despido sin justa causa e indexación de las sumas 

adeudadas (fls. 1 y 2).  

 

De otro lado, en escrito radicado ante la demandada del 22 de enero de 2019 

(fls. 63 y 64), la accionante además de exponer una serie de inconvenientes 

suscitados con el señor Ricardo Leal y de hacer mención a la queja de acoso 

laboral presentada en contra de este el 21 de septiembre de 2018; en cuanto a 

la terminación del contrato de trabajo, expuso:  

 

“Así las cosas Doctor Pardo, le informo como abogada y como 

exfuncionaria que dada la manera abrupta como me despidieron en la 
que no tuvieron en cuenta las garantías establecidas en el artículo 11 de 

la Ley 1010 de 2006, agradezco se tenga en cuenta en la 
indemnización a la tengo derecho, atendiendo que la misma debe 

involucrar el fuero con el que contaba hasta el momento en que fui 
despedida (garantías contra actitudes retaliatorias) más aun cuando 

como lo indique la queja aún está vigente y abierta.” (sic). 
 

Revisado tanto el escrito de demanda como la reclamación antedicha, observa 

la Sala que esta última, independientemente que no se haya solicitado de 

http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1826445
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manera expresa el reintegro, de su lectura se desprende que la actora si pidió 

la ineficacia del despido por encontrarse amparada según ella, por el fuero de 

que trata el artículo 11 de la Ley 1010 de 2006, lo que traería como 

consecuencia dado el caso, su reintegro, pues hace alusión a que fue 

despedida de manera abrupta sin tener en cuenta tal garantía. 

 

Ahora, si bien en el citado escrito hace referencia a la indemnización por 

despido, debe tenerse en cuenta que esta también se solicitó en la demanda; 

luego es claro, que la reclamación comprendió, la ineficacia del despido, con el 

consecuente reintegro, además de la aludida indemnización.  

 

Finalmente, no debe olvidarse que el reparo de la accionante se centra en que 

su contrato culminó encontrándose en curso una queja por acoso laboral, tal y 

como lo expone en la reclamación, de ahí que la sustente en el mencionado 

artículo 11 de la Ley 1010 de 2006, que en su numeral 1° indica:  

 

ARTÍCULO 11. GARANTÍAS CONTRA ACTITUDES RETALIATORIAS. A 

fin de evitar actos de represalia contra quienes han formulado peticiones, 

quejas y denuncias de acoso laboral o sirvan de testigos en tales 

procedimientos, establézcanse las siguientes garantías: 
 

1. La terminación unilateral del contrato de trabajo o la destitución de la 

víctima del acoso laboral que haya ejercido los procedimientos 

preventivos, correctivos y sancionatorios consagrados en la presente Ley, 

carecerán de todo efecto cuando se profieran dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la petición o queja, siempre y cuando la autoridad 

administrativa, judicial o de control competente verif ique la ocurrencia  de 

los hechos puestos en conocimiento. (…)” 
 

Así las cosas, como quiera que la actora cumplió con lo normado en el artículo 

6° del CPL, es por lo que sin más consideraciones, se CONFIRMARÁ el 

proveído impugnado.  

  

COSTAS 

 

Costas en esta instancia a cargo de la demandada, de conformidad con el 

numeral 1° del artículo 365 del CGP.   

 

EN MERITO DE LO EXPUESTO EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.  
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto apelado, según las razones aquí expuestas.  

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ   

Magistrada 

 

 

 

 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  

Magistrado  

 

 

AUTO DE PONENTE: se fijan como agencias en derecho en esta instancia a 

cargo de la demandada, la suma de $900.000 pesos.  
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RAD. No. 16-2015-00842-03: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 
DEMANDANTE: JUAN PABLO CORREA HINCAPIÉ. 
DEMANDADA: CENTRAL CHARTER DE COLOMBIA S.A. hoy CENTRAL 

AEROSPACE S.A.S. y OTRO 
  

Bogotá D.C., cuatro (04) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

Visto el expediente, el apoderado judicial del demandante JUAN 

PABLO CORREA HINCAPIÉ allegó memorial, radicado a través de correo 

electrónico, por el cual solicitó la terminación del proceso por transacción. 

 

Así las cosas, previo a decidir lo que en derecho corresponda, se 

corre traslado del memorial a las demás partes del proceso, por el término 

de tres (03) días, de conformidad con el artículo 312 CGP, aplicable a 

nuestra especialidad en virtud del artículo 145 CPTSS, para que si a bien 

lo tienen presenten las manifestaciones del caso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado.  
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RAD. No. 30-2015-00756-01: PROCESO ORDINARIO LABORAL. 
DEMANDANTE: EVERARDO VALBUENA CASTAÑEDA. 
DEMANDADA: EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE 

BOGOTÁ - ESP. 
  

Bogotá D.C., cuatro (04) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

La demandada EMPRESA DE ACUEDUCTO Y 

ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ – ESP, a través del jefe de la Oficina 

Asesora de Representación Judicial y Actuación Administrativa, otorgó 

poder a la Dra. CLAUDIA MARCELA MEDINA SILVA, identificada con la 

C.C. 53.037.539 y T.P. 143.576 del CSJ, a quien se le reconoce como 

apoderada principal de dicha entidad, por cuanto el poder otorgado reúne 

los requisitos señalados en los artículos 74 y 75 CGP y el artículo 5 del 

Decreto legislativo 806 de 2020. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

HUGO ALEXANDER RÍOS GARAY 

Magistrado.  



 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D.C. 
SALA CUARTA LABORAL 

 
Acción de Tutela:   1100122050 15 2019 00714 01 
Demandante:    JOSE ALEJANDRO NIETO ESPITIA 
Demandada:    BANCO DE BOGOTÁ S.A. 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

A U T O: 

 

Sería del caso proceder a pronunciarse respecto del recurso de apelación 

promovido por la demandada contra el auto proferido el día 9 de marzo del 

2021 de no ser porque de la revisión del asunto, constata la Sala que el debate 

se ciñe a establecer si existe cosa juzgada con fundamento en el proceso 

promovido por el mismo demandante contra la hoy accionada No. 

110013105015201700768 01, el cual fue definido en segunda instancia por 

esta misma Sala de decisión a través de sentencia proferida el 25 de junio de 

2019. 

 

De cara a lo indicado para los suscritos Magistrados se encuentran 

configuradas las causales previstas en el numeral 2º del artículo 141 del C.G.P, 

aplicable a los juicios laborales por disposición del artículo 145 del C.P.T y la 

S.S, el que dispone: 

 



 
 

“2- Haber conocido del proceso o realizado cualquier actuación en 

instancia anterior, el juez, su cónyuge, compañero permanente o algunos 

de sus parientes indicados en el numeral precedente. […] 
 

Lo anterior en la medida en que ya en un juicio precedente los suscritos 

conocieron la controversia y emitieron un pronunciamiento judicial, en torno 

a la justeza del despido, fulminando condena por concepto de la indemnización 

por despido injusto. 

 

Trazados estos derroteros, como quiera que todos los Magistrados de la Sala 

Cuarta de Decisión se declaran impedidos, acorde lo reglado en el artículo 140 

del C.G.P, se dispone la remisión del presente asunto a la Sala Quinta de 

Decisión Laboral, y a quien le corresponda el turno según los registros de 

secretaría. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

DIEGO FERNANDO GUERRERO OSEJO 

Magistrado 

 

 

DIEGO ROBERTO MONTOYA MILLÁN                         RAFAEL MORENO VARGAS 

                       Magistrado                           Magistrado 

Firmas escaneadas según artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 
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Expediente No. 005201800619 01   

Demandante: Nemesio Matamoros Parra  

Demandado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP 

 

Bogotá D.C., veinticinco (25) de marzo de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

El apoderado de la parte demandante1, dentro del término legal 

establecido, interpuso recurso extraordinario de casación contra la 

sentencia proferida por esta Corporación el veintidós (22) de 

septiembre de dos mil veinte (2020), dado el resultado desfavorable a 

sus intereses. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Con arreglo al artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social “sólo serán susceptibles del recurso de casación los 

procesos cuya cuantía exceda de ciento veinte (120) veces el salario 

mínimo legal mensual vigente”. 

                                                             
1
 Folio  
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Así, el interés jurídico para recurrir, consiste en el perjuicio que sufre 

la parte con la sentencia impugnada2, definiéndose para el 

demandante, en las pretensiones que no hubieran sido acogidas en 

segunda instancia, que fueron objeto de impugnación. 

 

Conforme las anteriores consideraciones, se encuentra el 

reconocimiento y pago del incremento del 14% por su cónyuge María del 

Carmen Chinchilla, a favor del señor Nemesio Matamoros Parra, a partir del 

10 de noviembre de 1990, por 14 mensualidades al año. 

 

Teniendo en cuenta la posición de la Sala de Casación Laboral de la H. 

Corte Suprema de Justicia en el sentido que este tipo de pretensiones 

periódicas tienen incidencia hacia futuro3. Por lo anterior, entraremos 

a cuantificarla tomando como referencia la fecha del fallo del 

Tribunal, la fecha de nacimiento del actor, su expectativa de vida 

según lo establecido en la Resolución No. 1555 de 2010 de la 

Superintendencia Financiera de Colombia, el número de mesadas 

futuras, así como la mesada a la fecha del fallo. 

 

El mencionado proceso fue remitido al grupo liquidador de actuarios 

creado por el acuerdo PSAA 15 – 10402 de 2015 del C.S.J., con el fin 

de realizar el cálculo correspondiente4. 

 

Al realizar la liquidación, correspondiente arrojó la suma de 

$39.714.287,83 guarismo que no supera los 120 salarios mínimos 

legales vigentes para conceder el recurso extraordinario de casación a 

la parte accionante, que para el año 2020, ascendían a 

$105.336.3605. 

 

                                                             
2 Al respecto de tiempo atrás la Corte Suprema de Justicia ha manifestado y reiterado: “el desarrollo histórico muestra que se han manejado dos 
conceptos: el de la cuantía del juicio y el del interés jurídico para recurrir en casación o cuantía del recurso. (…) puede decirse que el concepto cuantía del 
juicio corresponde a la cuantía de la demanda inicial del proceso. Esta noción de cuantía del juicio estuvo vigente hasta el año 1964, cuando fue 
introducida la de interés jurídico para recurrir por el decreto 528 de ese año, (…) El interés jurídico para recurrir en casación es el agravio o 
perjuicio que sufre la parte afectada con la sentencia impugnada. La resolución judicial, que no la demanda inicial, marca la pauta para determinar 
si el negocio judicial admite o no el recurso de casación.” Auto del 29 de junio de 1999, Sala de Casación Laboral. M.P. GERMAN G. VALDÉS SÁNCHEZ. 
Rad. 12.696. 
3 Auto de 11 de febrero de 1993 Rad. 5.789 y Auto de 17 de octubre de 2007 Rad. 33.565   
4 Grupo liquidador de actuarios creado por el acuerdo PSAA 15-10402 de 2015 liquidación de la condena  fl. 16. 
 
5 Salario para el año 2020 $877.803 
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, D.C., Sala de Decisión Laboral. 

RESUELVE 

PRIMERO.- NEGAR el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la parte accionante, contra la sentencia proferida el veintidós (22) 

de septiembre de dos mil veinte (2020), con arreglo a lo expresado en 

la parte motiva de este auto. 

SEGUNDO.- En firme el presente proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 

 

 

 

 

Proyectó: Luz Adriana S. 
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-TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA- 

  - SALA LABORAL- 

   

Magistrado Ponente: DR MILLER ESQUIVEL GAITÁN 

 

 

Expediente No. 012201900458 01   

Demandante: Slendy León Muñoz  

Demandado: Fiduciaria la Previsora S.A 

 

Bogotá D.C., veintisiete (27) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

El apoderado de la parte demandante1, dentro del término legal 

establecido, interpuso recurso extraordinario de casación contra la 

sentencia proferida por esta Corporación el diez (10) de diciembre de 

dos mil veinte (2020), dado el resultado desfavorable a sus intereses. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Con arreglo al artículo 86 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social “sólo serán susceptibles del recurso de casación los 

procesos cuya cuantía exceda de ciento veinte (120) veces el salario 

mínimo legal mensual vigente”. 

 

Así, el interés jurídico para recurrir, consiste en el perjuicio que sufre 

la parte con la sentencia impugnada2, definiéndose para el 

                                                             
1
 Folio 124 

2 Al respecto de tiempo atrás la Corte Suprema de Justicia ha manifestado y reiterado: “el desarrollo histórico muestra que se han 
manejado dos conceptos: el de la cuantía del juicio y el del interés jurídico para recurrir en casación o cuantía del recurso . (…) puede 
decirse que el concepto cuantía del juicio corresponde a la cuantía de la demanda inicial del proceso. Esta noción de cuantía del juicio 

estuvo vigente hasta el año 1964, cuando fue introducida la de interés jurídico para recurrir  por el decreto 528 de ese año, (…) El 
interés jurídico para recurrir en casación es el agravio o perjuicio que sufre la parte afectada con la sentencia impugnada.  La 
resolución judicial, que no la demanda inicial, marca la pauta para determinar si el negocio judicial admite o no el recurso de casación.”  
Auto del 29 de junio de 1999, Sala de Casación Laboral. M.P. GERMAN G. VALDÉS SÁNCHEZ. Rad. 12.696.  
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demandante, en las pretensiones que no hubieran sido acogidas en 

segunda instancia, que fueron objeto de impugnación. 

 

Conforme las anteriores consideraciones, se encuentra el 

reconocimiento y pago de la diferencia en el pago de la indemnización 

por terminación del contrato, de conformidad con lo señalado en el 

artículo 51 del Decreto 2127 de 1945, debidamente indexada, a favor 

de la actora Slendy León Muñoz.  

 

El mencionado proceso fue remitido al grupo liquidador de actuarios 

creado por el acuerdo PSAA 15 – 10402 de 2015 del C.S.J., con el fin 

de realizar el cálculo correspondiente3. 

Al realizar la liquidación, correspondiente arrojó la suma de 

$66.077.805,00 cifra que no supera los 120 salarios mínimos legales 

vigentes para conceder el recurso a la parte actora, que para el año 

2020, ascendían a $105.336.3604. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, D.C., Sala de Decisión Laboral. 

RESUELVE 

PRIMERO.- NEGAR el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por la parte actora, contra la sentencia proferida el diez  (10) de 

diciembre de dos mil veinte (2020), con arreglo a lo expresado en la 

parte motiva de este auto. 

SEGUNDO.- En firme el presente proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 

                                                             
3
 Grupo liquidador de actuarios creado por el acuerdo PSAA 15-10402 de 2015 liquidación de la 

condena  fl. 126 
4 Salario Mínimo año 2020 $877.803, 
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Proyectó: Luz Adriana S. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



1 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  DE BOGOTA 

   SALA LABORAL 

 

Expediente No  07201600232 01 
Demandante: Noly Valencia Puerta y Otro  
Demandado: Servicios y Asesorías S.A Empresa de Servicios Temporales 
y Otro.  
 
 
Bogotá D.C., Veintiocho (28) de mayo de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

El apoderado de los demandantes dentro del término legal establecido, 

interpuso recurso extraordinario de casación contra  la sentencia 

proferida en esta instancia el diez (10) de diciembre de dos mil veinte 

(2020), notificado por edicto de fecha catorce (14) de enero de esta 

anualidad,  dado su resultado adverso. 

 

A efectos de resolver lo pertinente se hacen las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es criterio reiterado de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia, que el interés jurídico para recurrir en 

casación está determinado por el agravio que sufre el impugnante con 

la sentencia acusada, tratándose del demandante, corresponde al 

monto de las pretensiones que hubiesen sido negadas por la sentencia 

que se intenta impugnar, y respecto del demandado, se traduce en la 

cuantía de las condenas impuestas.1 

 

Dentro de las mismas se encuentra el reconocimiento y pago de la 

sanción por no consignación de las cesantías de que trata el articulo 99 

ley 50 de 1990, debidamente indexada, reliquidación de prestaciones 

sociales y vacaciones, con los intereses de mora correspondientes a 

favor de la señora Noly Valencia Puerta y Luis Alberto Vanegas. 

 

                                                             
1 AL1514-2016 Radicación n.° 73011, del 16 de marzo de 2016, M.P. CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO. 
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Al cuantificar se obtiene: 

 

Noly Valencia Puerta  

 

CONCEPTO VALOR  

SANCION NO CONSIGNACION DE 
LAS CESANTIAS  $ 150.014.066,00 

RELIQUIDACION DE PRESTACIONES 
SOCIALES Y VACACIONES  $ 1.377.536,00 

VALOR TOTAL  $ 151.391.602,00 
 

Luis Alberto Vanegas. 

 

CONCEPTO VALOR  

SANCION NO CONSIGNACION DE 
LAS CESANTIAS INDXADA  $ 41.151.073,45 

RELIQUIDACION DE PRESTACIONES 
SOCIALES Y VACACIONES  $ 926.440,00 

INTERESES DE MORA  $ 1.237.346,00 

VALOR TOTAL  $43.314.859,45 
 

 

De lo expuesto se sigue, conceder el recurso interpuesto, dado que, el 

quantum que se obtiene supera los ciento veinte (120) salarios exigidos 

para conceder el recurso con relación a la señora Noly Valencia Puerta 

y se niega con relación al señor Luis Alberto Vanegas. 

 

 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de 

Bogotá D.C. 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Conceder el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por el apoderado de los demandantes con relación a Noly Valencia 

Puerta. 
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SEGUNDO: NEGAR el recurso extraordinario de casación interpuesto 

por el apoderado de los demandantes con relación a Luis Alberto 

Vanegas. 

 

 

TERCERO: En firme el proveído, continúese con el trámite 

correspondiente. 

 

 

Notifíquese y Cúmplase,  

 

 

 

 

 

 

 

 

Proyecto: YCMR 



 

 

 

 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SALA LABORAL 

 

Magistrada Ponente: DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 
 
 
CONFLICTO DE COMPETENCIA ENTRE EL JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL 
DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ Y JUZGADO DOCE LABORAL 
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  
 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de mayo del dos mil veintiuno (2021) 
  
Teniendo en cuenta que el Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 1° del 
Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de junio del 2020 levantó la suspensión de términos 
judiciales a partir del 1° de julio del 2020, se procede a proferir el siguiente,  
 

AUTO 

 
ANTECEDENTES 

 
El señor Héctor Hugo Briceño Páez presentó demanda ordinaria a través de apoderado 
judicial en contra de la Automechanic Solution LTDA con el propósito de que se 
dispusiera a su favor el pago de prestaciones sociales y vacaciones, indemnización 
moratoria y por despido sin justa causa, así como el pago de aportes al sistema de 
seguridad social. Como pretensión subsidiaria solicitó la indexación de las condenas, y 
en cualquier caso las costas del proceso.   
 
En auto calendado del 30 de septiembre del 2020 el Juzgado Doce Laboral del Circuito 
de Bogotá D.C. ordenó el envío del proceso a los Jueces de Pequeñas Causas de esta 
ciudad, en tanto que así lo advirtió del apoderado del actor en el escrito de demanda, 
al referir que el presente asunto no superaba los 20 SMMLV.   
 
Por reparto correspondió el proceso al Juzgado Primero de Pequeñas Causas Laborales 
de la misma ciudad, autoridad que en audiencia del que trata el artículo 77 del CPT y 
de la SS propuso la colisión negativa respectiva, considerando que las pretensiones al 
momento de la presentación de la demanda desbordan ampliamente su competencia. 
Ello en atención a lo dispuesto en los artículos 26 del CGP y 12 del estatuto procesal 
laboral, disposiciones que le sirvieron para efectuar los cálculos matemáticos de rigor 
y concluir que tan solo con la pretensión relativa a la indemnización moratoria, misma 
que ascendía a la suma de $49.770.000, superaba el límite de su competencia, de allí 
que no fuese viable continuar con el trámite de la demanda. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Procede la Sala a desatar el conflicto de competencia al ser planteado en los términos 
del artículo 139 del CGP, disposición que al efecto determina: 
 

“…Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de un proceso 
ordenará remitirlo al que estime competente. Cuando el juez que reciba el 
expediente se declare a su vez incompetente solicitará que el conflicto se decida 
por el funcionario judicial que sea superior funcional común a ambos, al que 
enviará la actuación. Estas decisiones no admiten recurso...” 



Radicación: 110012205000202100-478-01 
Conflicto Negativo de Competencia: Juzgado Primero de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá y Juzgado Doce Laboral del 

Circuito de Bogotá D.C. 
Auto Decisión: Asigna competencia al segundo de los mencionados 
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Previo a resolver el conflicto planteado en líneas precedentes, es necesario indicar que 
teniendo en cuenta la naturaleza de los Juzgados Municipales de Pequeñas Causas 
Laborales cuyas decisiones no son susceptibles de recurso alguno, los Juzgados del 
Circuito no pueden ser tomados como superiores jerárquicos ni funcionales de 
aquellos, pues si bien la Corte Constitucional en sentencia C – 424 de 2015 dispuso 
que los Jueces Laborales del Circuito conocerán de las consultas de las sentencias de 
única instancia cuando éstas fueren totalmente adversas a las pretensiones del 
trabajador, afiliado o beneficiario, ello no implica que éstos tengan tal calidad, en tanto 
lo único que hizo la Alta Corporación fue asignarles una competencia a los Jueces del 
Circuito que no tenían, de ahí que la Sala proceda a dirimir el presente conflicto. 
 
El problema jurídico que convoca la atención de la Corporación consiste en establecer 
si el presente asunto corresponde conocerlo al Juzgado Doce Laboral del Circuito de 
Bogotá o al Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá.   
 
Pues bien, cumple recordar que el artículo 12 del CPT y de la SS, modificado por el 
artículo 46 de la Ley 1395 del 2010 señaló que: 
 

“Los jueces laborales del circuito conocen en única instancia de los negocios cuya 
cuantía exceda del equivalente a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual 
vigente, y en primera instancia de todos los demás. (SIC) (Entiéndase NO 
exceda...) 
(…)  
Los jueces municipales de pequeñas causas y competencia múltiple, donde existen, 
conocen en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente 
a veinte (20) veces el salario mínimo legal mensual vigente.” 

 
En atención a la normativa citada en precedencia y con el propósito de determinar el 
juez competente, deben liquidarse las pretensiones de la demanda a la fecha de su 
presentación a fin de obtener el valor de la cuantía, en los términos del numeral 1° del 
artículo 26 del CGP, aplicable por así permitirlo el artículo 145 del CPT y de la SS.  
 
En ese orden, tal como se señaló al inició de esta providencia, el actor busca a su favor 
el pago de las prestaciones sociales y vacaciones, entre el 1 de mayo al 31 de julio del 
2018, así como la indemnización moratoria, indemnización por despido sin justa causa 
y aportes pensionales, estos últimos entre el señalado hito.   
 
Así las cosas, se procede a realizar la liquidación correspondiente, para lo cual se toma 
como salario el indicado por la parte actora en el hecho 4° del escrito primigenio, esto 
es, $1.400.000; asimismo, se considera la fecha de presentación de la demanda, cual 
fue el 21 de julio del 2020 conforme da cuenta el acta individual de reparto obrante 
en el expediente virtual, y como extremos los ya indicados. 
 
Teniendo en cuenta los datos en mención, se obtiene la siguiente liquidación:  
 

Auxilio de Cesantías 

Auxilio de 
Cesantías Salario 

Auxilio de 
transporte 

Tota (salario 
+ auxilio de 
transporte) 

Días 
laborados Valor cesantías 

2018 $ 1.400.000 $ 88.211 $ 1.488.211 90 $ 372.053 
Intereses a las cesantías 

Cesantías año 

Intereses a 
las cesantías 
causados y 
exigibles 

Días 
laborados 

Valor 
cesantías  

Valor intereses a las 
cesantías 
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2018 
Finalización 

Relación 
Laboral 

90 $ 372.053 $ 11.162 

Prima de servicios 
Prima 

causada y 
exigible 

Salario Auxilio de 
transporte 

Tota (salario 
+ auxilio de 
transporte) 

Días Valor prima  

2018 $ 1.400.000 $ 88.211 $ 1.488.211 90 $ 372.053 
Vacaciones compensadas 

año 

Vacaciones 
(fecha en que 

se hacen 
exigibles) 

Salario Días 
laborados Valor vacaciones 

2018 1/05/2018 al 
31/07/2018 

$ 
1.400.000,00 

90 $ 175.000 

Indemnización moratoria 

Salario Desde Hasta Salario 
diario Total días Total 

Moratoria 
$ 1.400.000 1/08/2018 21/07/2020 $ 46.666,67 712 $ 33.226.667 

Indemnización por despido sin justa causa 

Salario Desde Hasta Salario 
diario Total días Total 

Indemnización 
$ 1.400.000 1/05/2018 31/07/2018 $ 46.666,67 90 $ 1.400.000 

Resumen Liquidación 
Prestaciones sociales $ 755.267 
Vacaciones $ 175.000 
Indemnización moratoria $ 33.226.667 
Indemnización por despido sin justa causa $ 1.400.000 

Total pretensiones con corte al 21 de julio del 2020 $ 35.556.934 

 
La anterior liquidación arroja la suma total de $35.556.934, por lo que encuentra la 
Sala que las pretensiones de la presente demanda exceden los 20 salarios mínimos 
para el 2020, año en el cual fue radicada la demanda, en tanto que dicho límite 
equivale a $17.556.040, de ahí que la competencia en el presente proceso resida al 
Juzgado Doce Laboral del Circuito de Bogotá.  
 
Siendo pertinente advertir que, si bien es cierto, la parte actora refirió en su escrito 
primigenio que la cuantía era inferior a los 20 SMLMV, lo que sirvió al Juzgado del 
Circuito para rechazar por falta de competencia el asunto, no es menos cierto que,  
imperativo era para dicha autoridad liquidar las pretensiones a las voces del artículo 
26 del CGP y así darle trámite que legalmente correspondía aquella, “aunque el 
demandante haya indicado una vía procesal inadecuada”, en los términos 
indicados en el artículo 90 ejusdem; preceptivas que dado su carácter procesal y orden 
público, son de estricto cumplimiento.  
   
En consecuencia, se ordenará la actuación al Juzgado Doce Laboral del Circuito Bogotá 
para que asuma su conocimiento. Así mismo, se dispondrá que se comunique esta 
decisión al otro despacho en conflicto.  
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C.,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: DIRIMIR el conflicto de competencia suscitado entre el JUZGADO DOCE 
LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. y el JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES de la misma ciudad, dentro del proceso ordinario 
seguido por el señor Héctor Hugo Briceño Páez contra Automechanic Solution LTDA, 
en el sentido de declarar que el primero de ellos es el que tiene competencia para 
conocer del proceso ordinario en curso, por las razones expuestas. 
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SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría de la Sala Laboral se remita el expediente 
al JUZGADO DOCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, para los fines pertinentes. 
  
TERCERO: COMUNICAR la presente decisión al otro despacho judicial involucrado 
en el conflicto. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 
DIANA MARCELA CAMACHO FERNÁNDEZ 

Magistrada 
 
 
 
 
 
 
 

EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS  
Magistrado 

 
 

 
 

-Se suscribe con firma escaneada ante la declaratoria de Estado de Emergencia Sanitaria, conforme a la 
Resolución 380 y 385 de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social, y Decreto 417 de 2020-  
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